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NOTA PRELIMINAR 


Las bases para la Ordenación del Crédito y de la 
Banca constiluyen la disposición más transcendente 
que la Legislación española ha producido en todo lo 
que va de siglo. Esta Ley viene a llenar los vacíos que 
existen en nuestro sistema crediticio y bancario, pero, 
sobre todo, se orienta a imprimir en dicho sistema una 
trayectoria que, por encontrarse en perfecta armonía 
con el orden económico, lo favorezca y estimule, coad- 
yuvando a satisfacer los postulados de expansión esta- 
blecidos como futuro inmediato de nuestro acontecer 
nacional. 

La nueva Ordenación aparece rodeada de todas 
las garantías de idoneidad que una disposición de tal 
importancia y transcedencia debe llevar consigo. Res- 
ponde al deseo del Poder Público de crear el cauce 
legal por el que discurran sin entorpecimientos las 
corrientes dinámicas de una actividad productiva cada 
vez más amplia y fecunda, pero significa también la 
unánime aspiración del pueblo español que, de un 
modo más o menos intuitivo, poseía la evidencia de 
que los organismos crediticios y bancarios del país y 
las leyes que constitutan el marco jurídico de la actua- 
ción de los mismos, no llenaban las exigencias de una 
política económica orientada al desarrollo. 

La Ordenación del Crédito y de la Banca llegó a las 
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Cortes tras de ser sometida a una previa depuración 
en la que tomaron parte las personas y entidades más 
representativas de la vida económica del país. Su espí- 
ritu, e incluso su redacción, responden a un auténtico 
sentir nacional, y por ello cabe esperar que ejerza 
sobre la actividad económica una influencia decisiva, 
a tono con las aspiraciones de elevación y expansión 
que constituven el substrato de su espíritu. 

El Departamento de Publicaciones de la Delegación 
de Prensa, Propaganda y Radio del Movimiento, tuvo 
en todo instante plena conciencia de la importancia 
que para la vida económica del país poseía la trans- 
formación de las estructuras crediticias y bancarias. 
Fruto de este conocimiento y de la intensa preocupa- 
ción por el problema, fué el trabajo que con el título 
de "Nueva Ordenación Bancaria” se publicó en la 
colección "Nuevo horizonte” y en la que, junto a tra- 
bajos redactados con anterioridad al Proyecto de Ley 
de Ordenación del Crédito y la Banca, se insertaba 
el citado Proyecto, así como una breve serie de 
comentarios sugeridos por el mismo. 

En aquella publicación nos mostramos fieles defen- 
sores de una reforma que considerábamos como abso- 
lutamente necesaria y que, como es natural, tropezaba 
con los obstáculos que los intereses particulares bien 
situados suelen oponer a las realizaciones orienta- 
das al bien común. 

Ahora, en este nuevo fascículo que estimamos como 
complemento del primero, recogemos el texto de las 
Bases de Ordenación del Crédito y de la Banca defi- 
nitivamente aprobado por las Cortes, y que si bien 
difiere muy poco del Proyecto de Ley, es el que tiene 
que servir de base para la reforma. 

Incluímos también en este folleto de la colección 
”Nuevo horizonte” el discurso que el Ministro de 
Hacienda, señor Navarro Rubio, pronunció en las Cor- 
tes espaitolas con motivo de la presentación del pro- 
yecto de Ley, por considerar que en el mismo se aclara 
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y subraya de forma sugestiva y precisa el alcance de la 
nueva Ordenación, y también la manera como ha de 
ser llevada a cabo. 

La Ley de Bases para la Ordenación del Crédito y 
de la Banca es un documento legal que desde ahora 
ha de comenzar a actuar en nuestro acontecer econó: 
mico. El discurso del Ministro de Hacienda es un 
documento político que, a más de detallar con exacti- 
tud la génesis de la Ley, nos muestra cuales son las 
premisas políticas, económicas y sociales que la infor- 
man, así como los frutos que de la misma se espera 
obtener. 

Por último, completamos esta publicación de la 
colección "Nuevo horizonte” con unos breves comen- 
tarios sugeridos por la lectura de la Ley, y que se 
refieren a los tres aspectos que juzgamos como funda- 
mentales de la misma, es decir, la ordenación nacio- 
nal del crédito, la reglamentación de la Banca Priva- 
da, y la nacionalización de la Banca Oficial. 

Este fascículo viene, pues, a completar—desde el 
punto de vista informativo—al que con el título de 
"Nueva Ordenación Bancaria” publicamos reciente- 
mente, y que dejaba el tema abierto e incluso, en 
espera de lo que las Cortes decidieran acerca del pro- 
yecto de Ley. 


LEY DE BASES DE ORDENACION 
DEL CREDITO Y DE LA BANCA 


LEY DE BASES DE ORDENACION DEL CREDITO 
Y DE LA BANCA 


La puesta en práctica, en un futuro próximo, de un 
Plan General de Desarrollo de la Economía Española 
exige un previo examen de los instrumentos de que 
se dispone para acometer con éxilo esa transcendental 
tarea. Uno de esos instrumentos, quizá el más valioso, 
es el sistema bancario y la organización crediticia 
oficial, en los que se ha de apoyar, en gran medida, 
la financiación del Plan, para lo cual es preciso que 
el conjunto de instituciones que integran aquéllos Íun- 
cionen armónica y coordinadamente, sin fallos, inter- 
ferencias, ni vacíos, en forma tal que, estimulando 
por los medios adecuados la formación del ahorro, 
se logre canalizarlo convenientemente hacia la in- 
versión. 

Bastaría esta razón para justificar la necesidad y 
oportunidad de la reforma, pero existen otras igual- 
mente poderosas, derivadas del estado de permanente 
evolución en que se encuentran las sociedades huma- 
nas, en sus aspectos económico, social y político, por 
efecto de los avances de la técnica, de la constante 
aspiración de las gentes a aumentar su bienestar y de 
las corrientes ideológicas que favorecen estas aspi- 
raciones. 

Por otra parte, si Jas instituciones de carácter econó- 
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mico requieren, en general, una periódica revisión 
para mantenerlas ajustadas a las necesidades que han 
de atender a la coyuntura con que han de enfrentarse, 
no pueden constituir excepción los organismos y enti- 
dades reguladores o distribuidores del crédito, los 
defensores del valor del signo monetario, o los llama- 
dos a regir la política monetaria, cuando, además, los 
motivos especiales apuntados aconsejan la reforma en 
estos momentos. 

Nuestra historia legislativa también revela la nece- 
sidad de una periódica revisión del sistema. Así, a la 
primera Ley de Ordenación bancaria, dictada en el 
año mil ochocientos cincuenta y seis, con el fin primor- 
dial de regular los bancos de emisión, siguió la de 
mil novecientos veintiuno—tras la crisis que se desen- 
cadenó al finalizar la llamada Gran Guerra—, de mil 
novecientos catorce-mil novecientos dieciocho—, y más 
tarde la Ley de mil novecientos cuarenta y seis, pro- 
mulgada después del victorioso fin de la campaña de 
Liberación española, cuando, reparados los mayores 
daños por ella ocasionados, se iniciaba una etapa de 
expansión, gracias a cuyo feliz desenvolvimiento es 
posible hoy, una vez estabilizada y saneada la situa- 
ción alcanzada, acometer un nuevo y más ambicioso 
plan de desarrollo, que coloque la economía de Espa- 
ña y el nivel de vida de sus habitantes a la altura 
lograda en otras naciones, que a su mayor riqueza 
natural unieron el disfrute de cuantiosas y oportunas 
ayudas exteriores. 

Es obligado, asimismo, acomodar la reforma a los 
principios del Movimiento Nacional, promulgados por 
Ley de diecisiete de mayo de mil novecientos cincuen- 
ta y ocho, en acatamiento de los cuales debe la inicia- 
tiva privada, fundamento de la actividad económica, 
ser estimulada, encauzada y, en último término, supli- 
da por el Estado; ha de establecerse la subordinación 
de los valores económicos de la Empresa a los de 
orden humano y social; y ha de orientarse el más 
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justo empleo y distribución del crédito público, en 
forma que, además de atender a su cometido de des- 
arrollar la riqueza ncional, contribuya a crear y sos- 
tener el pequeño patrimonio agrícola, pesquero, in- 
dustrial y comercial, como se dispuso en la declaración 
IX del Fuero del Trabajo. 

No se puede prescindir, al emprender la reforma, 
de la experiencia que proporciona el examen de la 
trayectoria seguida por la Banca central, privada y 
oficial. 

El Banco central de emisión, que tiene su antece- 
dente remoto en el de San Carlos, creado en mil 
setecientos ochenta y dos, más tarde llamado de San 
Fernando, fusionado con el de Isabel 11 y convertido 
en Banco de España por la primera Ley de Ordena- 
ción bancaria, de veintiocho de enero de mil ochocien- 
tos cincuenta y seis, ha venido gozando, sin interrup- 
ción, del privilegio de emisión de billetes a partir del 
Decreto de diecinueve de marzo de mil ochocientos 
setenta y cuatro, siendo siempre banquero del Estado 
y también Banco comercial; pero no ha llegado aún 
a convertirse en Banco de Bancos, en el regulador cen- 
tral del mecanismo crediticio y en el responsable del 
valor exterior de nuestra moneda, aunque a ello tendió 
la segunda Ley de Ordenación bancaria, de veinti- 
nueve de diciembre de mil novecientos veintiuno, y 
en esa tendencia insistieron la de treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y seis y, por 
último, la de veintiséis de diciembre de mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, si bien circunstancias excep- 
cionales de carácter transitorio aconsejaron atribuir 
la última de las funciones indicadas al Instituto Espa- 
ñol de Moneda Extranjera. 

Es evidente que gracias al Banco de España se resol- 
vieron graves problemas de la Hacienda española, 
especialmente en el transcurso del siglo XIX, se evita- 
ron o pudieron atenuarse situaciones críticas de Ban- 
cos y Empresas privadas y se contribuyó eficazmente 
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al fomento de las actividades comerciales e industria- 
les, en la medida que resultaba posible, dadas la 
naturaleza y estructura de aquél. 

Más las continuas demandas de crédito al Banco, 
por parte del Estado, la colocación en aquél de las 
también constantes emisiones de Deuda a cambio de 
autorizaciones para elevar la cifra de la circulación 
fiduciaria y el fuerte incremento de la cifra de Deuda 
Pública, automáticamente pignorable con la paulatina 
pero progresiva monetización de tales títulos, opera- 
ron como fuerza impulsora de una expansión mone- 
taria, que, junto a los beneficiosos efectos de las in- 
versiones así financiadas, produjo en definitiva, tras 
alternativas varias, la desvalorización de la peseta, 
primero en el interior y más tarde en el exterior, y el 
agotamiento de las reservas de divisas. Á esta situa- 
ción vino a poner remedio la política de estabilización, 
mediante la fijación de un tipo de cambio realista 
para la peseta, la radical supresión de las emisiones 
de Deuda pignorable a voluntad de su tenedor, la 
contención del ritmo expansivo del volumen del crédi- 
to hancario y el equilibrio de las finanzas públicas, 
entre olras medidas. 

Sin embargo, no sería prudente considerar cerrada 
la elapa de estabilización, transitoria por su natura- 
leza en cuanto significa acción estabilizadora, pero 
de permanente vigencia en cuanto al mantenimiento 
de la situación conseguida y al encauzamiento de la 
expansión dentro del equilibrio, sin precisar las atri- 
buciones de la autoridad monetaria y colocar al Banco 
de España en la posición estatutaria exigida por la 
función que está llamado a desempeñar, liberándole 
de todas aquellas trabas derivadas de su actual natu- 
raleza, todavía no desprendida del lodo de su primi- 
tivo carácter de Sociedad Anónima por acciones. 

No aceptando el Estado español el principio de 
neutralidad económica, la autoridad monetaria no 
puede ser delegada en el Banco de emisión, sino ejer- 
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cida permanentemente por el Gobierno a través del 
Ministro de Hacienda; aunque en el orden técnico 
sea conveniente encomendar los detalles de ejecución 
de la política que se siga al Banco de España, con una 
organización autónoma y con la responsabilidad, la 
independencia y la autoridad que requiere su alta mi- 
sión de colaborador, informador y asesor del Gobier- 
no en orden a la política monetaria y de divisas y a 
la disciplina de la Banca privada. 

De suma importancia es el papel asignado a la 
Banca privada en la gran empresa común de impul- 
sar el progreso de la economía española. La historia 
de los Bancos comerciales españoles está tan íntima- 
mente ligada a la de la economía patria en general 
que apenas se concibe la prosperidad de las institu- 
ciones hancarias en un ambiente de pobreza y depre- 
sión, ni es dable alcanzar un óptimo grado de des- 
arrollo sin el correlativo desenvolvimiento de una Ban- 
ca próspera, segura y eficiente. 

Durante el pasado siglo, la Banca, salvo contadas 
excepciones, se hallaba aún en estado rudimentario, 
como consecuencia de la pobreza del país. 

El Código de Comercio de mil ochocientos ochenta 
y cinco no hizo sentir tampoco su influencia en el 
desenvolvimiento de las empresas bancarias; es cierto 
que eshozó las líneas básicas de un sistema bancario 
y dedicó una sección a las compañías de crédito, pero 
sus preceptos permanecieron de hecho inaplicados. 

Fueron causas análogas a las que operaron en otros 
países, deseosos de acelerar su desarrollo, unidas a 
otras peculiaridades derivadas de especiales situacio- 
nes por que atravesó España, fundamentalmente la 
repatriación de capitales de propiedad de españoles 
residentes en las antiguas colonias; la reducción de 
las entradas de capitales extranjeros desde el año mil 
novecientos catorce y el despertar de importantes ini- 
ciativas industriales, las que suscitaron la formación 
de los grandes Bancos nacionales y su orientación 
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hacia un tipo de Bancos mixtos, que si no estaban 
precisamente definidos en el Código de Comercio, ni 
en la restante legislación sobre la materia, se con- 
virtieron en una realidad viva y fecunda, que ha 
subsistido hasta nuestros días, a causa de un fenóme- 
no característico: la existencia en la Banca comercial 
de un sobrante de recursos después de cubrir las de- 
mandas de créditos a corto plazo. 

Ese exceso de recursos, procedentes del ahorro que 
no recogían las Bolsas españolas directamente del pú- 
blico por falta de hábito o de preparación financiera 
del pequeño capitalista, por espíritu excesivamente 
cauteloso del ahorrador o por otras razones, y que 
acudía a nutrir en gran parte las cuentas corrientes 
abiertas en los Bancos, era por éstos dedicado a la 
promoción de Empresas industriales, mediante la 
aportación directa de capitales o la concesión de cré- 
ditos que, aun instrumentados mediante documentos 
a plazos no superiores a noventa días, eran de hecho 
créditos a plazo medio o largo, gracias a sus sucesivas 
renovaciones, o bien por la adquisición en Bolsa de 
acciones u obligaciones de dichas Empresas. Merced 
a estas fórmulas que la amplitud y liberalidad del 
sistema permitía adoptar, los Bancos de depósito y 
descuento desempeñaron, en parte, el papel de aquellas 
Compañías de Crédito que, reguladas en forma su- 
maria e insuficiente en los artículos ciento setenta y 
cinco y ciento setenta y seis del Código de Comercio, 
no existían prácticamente en España. 

Es revelador de la importancia del fenómeno apun- 
tado el hecho de que los depósitos bancarios fueran 
incrementándose a mayor ritmo que la Renta Nacio- 
nal, a precios corrientes, hasta llegar a representar en 
el año mil novecientos cincuenta y nueve un cuarenta 
y tres por ciento de ella, volumen desproporcionada- 
mente alto para sus posibilidades de colocación según 
criterios comúnmente aceptados como sanos. 

Como consecuencia de todo ello fué convirtiéndose 
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la Banca no sólo en el elemento central de financia- 
ción, sino casi en el único, a la par que el mercado 
de capitales, de inversores independientes, retrocedió 
en importancia; y así, mientras en la época anterior 
a la Guerra de Liberación del total de financiación 
del sector privado (emisiones más créditos bancarios) 
la parte que suministraba la Banca (crédito más au- 
mento de la cartera de valores industriales) represen- 
taba normalmente una proporción reducida, del orden 
del treinta por ciento en el período mil novecientos 
veinte-mil novecientos treinta y cinco, el porcentaje 
fué muy superior al sesenta por ciento en la etapa 
mil novecientos cuarenta-mil novecientos cincuenta y 
nueve. La Banca, en suma, se convirtió prácticamente 
en la fuente mayoritaria de financiación del sector 
privado, tanto si se trataba de cubrir necesidades a 
corto como a largo plazo. 

Conviene advertir que la destacada posición que la 
Banca comercial iba conquistando en el sistema finan- 
ciero fué favorecida por el llamado «statu quo banca- 
rio» y por un movimiento de concentración hacia 
grandes organizaciones, que lejos de facilitar la espe- 
cialización de los Bancos tendió a convertirlos en enti- 
dades polifacéticas. Y es también de resaltar que esta 
actuación tan diversa y extendida de los Bancos de 
depósito o comerciales, aun cuando prestó notorios 
servicios a la economía, no resolvió en su totalidad el 
problema de la financiación de las inversiones y de la 
movilización de los recursos a corto plazo porque la 
actividad promotora de los Bancos se veía obligada 
a desentenderse de algunas inversiones especiales y 
porque se limitó fundamentalmente a las grandes em- 
presas industriales. 

Los beneficiosos efectos de la actuación de la Ban- 
ca, en orden a la financiación de inversiones, se logra- 
ron muchas veces a costa de su inmovilización, con 
peligro para su liquidez y, en algunos casos, cierta- 
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mente muy aislados, para la seguridad del ahorro a 
ella confiado. 

Y, por otro lado, esta situación hizo crecer la in- 
fluencia de la Banca en los negocios privados, dan- 
do lugar a que pudiera, en ocasiones, hablarse de una 
política discriminaloria en la concesión de créditos. 

Se impone, por tanto, afrontar decididamente los 
problemas planteados y efectuar los reajustes necesa- 
rios. 

En orden a la modificación del «statu quo banca- 
rio», a fin de conseguir una mayor liberación, aun- 
que en este aspecto no se debe ir más allá de lo que 
razonablemente demanda la prestación del servicio 
que la Banca está llamada a realizar, y evitando las 
inmovilizaciones excesivas o improductivas. 

Procede también continuar utilizando a la Banca 
como promotora de inversiones y financiadora a pla- 
zo medio y largo, con las imprescindibles cautelas 
para evitar los inconvenientes y riesgos de una inmo- 
rilización imprudente. Pero, al mismo tiempo que se 
iene debidamente regulada la Banca mixta, debe ten- 
derse, a medida que las circunstancias lo permitan, 
hacia la especialización bancaria con reglamentación 
de los Bancos de negocios. 

Y como norma general, parece adecuado confiar al 
Banco de España, con su nueva estructura, la inspec- 
ción de todos los establecimientos bancarios privados, 
función inseparable de las demás que se le atribuyen. 

Otro importante sector bancario que necesita ser 
revisado es el oficial. El vacío que dejó la disminu- 
ción de la afluencia de capitales extranjeros y la li- 
mitación de las posibilidades de financiación del sec- 
tor privado a través de la Banca suscitaron la crea- 
ción de diversos Bancos y Entidades oficiales de cré- 
dito, todos los cuales, con excepción del Banco Hi- 
polecario de España, surgieron a partir del año 1920, 
como el Banco de Crédito Industrial, el de Crédito 
Local, el Servicio Nacional de Crédito Agrícola, la 


18 


Caja Central de Crédito Marítimo y Pesquero y el 
Instituto de Crédito para la Reconstrucción Nacional. 

La profusión de instituciones de esta clase es prue- 
ba de la intensa demanda de créditos para financiar 
proyectos de desarrollo que se ha dejado sentir en 
los últimos decenios y que no ha podido ser satisfe- 
cha ni con capitales importados ni a través de la Ban- 
ca mixta. 

Para unificar, simplificar y reforzar las fuentes de 
aprovisionamiento de dinero a esas Entidades—pues 
la variedad y cuantía de las emisiones por ellas reali- 
zadas introdujo cierta confusión en el mercado—y 
coordinar su actuación, se dictó la Ley de 27 de di- 
ciembre de 1958 y creó por ella el Comité del Crédi- 
to a medio y largo plazo, cuya eficaz actuación en los 
tres pasados años aconseja reforzar sus atribuciones y 
elevarlo a la categoría de Instituto estatal, con misión 
reclora de las expresadas entidades, las cuales, para 
cumplir más perfectamente su cometido en la próxi- 
ma etapa de desarrollo económico, con subordinación 
plena a las exigencias del bien común, deben ser pau- 
latinamente nacionalizadas y reorganizadas bajo la 
dirección del mencionado Instituto, pues así lo impo- 
ne, además, la coordinación de la política crediticia 
para la expansión económica y la obtención por tales 
Entidades de sus recursos financieros del sector pú- 
blico. Unicamente debe exceptuarse el Banco Exte- 
rior de España por razón de su forma típicamente 
bancaria de financiación y su carácter predominante- 
mente comercial. 

No sería completa la reforma si no se aprovechara 
para vivificar Jas Cajas de Ahorro y utilizar mejor 
sus cuantiosos recursos, su extensa red de sucursales 
y sus altruistas finalidades para fomentar y auxiliar 
las inversiones de carácter agrícola, con especial aten- 
ción a las cooperativas del campo, y prestar ayuda al 
artesanado, a los pequeños negocios comerciales in- 
dustriales, a Jos modestos aspirantes a la propiedad 
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mobiliaria y, en general, a las actividades económicas 
de más interés desde el punto de vista social. Para 
ello, y en atención a la creciente importancia de las 
Cajas, se hace menester estructurar el órgano superior 
de coordinación y rectoría de las mismas que, a la 
par que las disciplinas, les sirve de enlace con la res- 
tante organización bancaria y crediticia. 

Al contemplar las entidades llamadas a operar ac- 
tivamente en la ordenación y distribución del crédi- 
to, es menester también ampliar la protección del aho- 
rro, ofrecerle mayores, más atractivos y seguros cau- 
ces hacia la inversión directa, e incluso regular la 
inversión anticipada del futuro ahorro. Á este fin han 
de tender las normas sobre reglamentación de las So- 
ciedades de Cartera en sus diversas modalidades, de 
las Bolsas de valores y ventas a plazos y otras que, 
junto al fomento de la demanda, eviten el uso incon- 
veniente del crédito, su excesivo encarecimiento o el 
indebido fomento de actividades industriales deficien- 
tes, con las limitaciones que en cada momento se re- 
quieran, a fin de impedir que estas organizaciones se 
conviertan en instrumentos de control de empresas o 
de dominación del mercado. 

El cuadro de normas que la reforma ha de conte- 
ner incluirá también el establecimiento de las incom- 
patibilidades precisas respecto de las personas que 
ostenten las funciones directivas y ejecutivas de las 
entidades integrantes del sistema como una mayor ga- 
rantía de que éste funcionará en forma tal que la eco- 
nomía española se desarrolle en régimen sanamente 
competitivo en todos sus sectores—agricultura, indus- 
tria y servicios—, que no se desaproveche ninguna po- 
sibilidad de inversión del ahorro nacional y del ex- 
tranjero que acuda a colocarse en nuestra patria y 
que las demandas de crédito puedan ser ágil y equi- 
tativamente atendidas sin más discriminación que la 
que derive de la solvencia moral y material del peti- 
cionario y de la conveniencia de la aplicación que 
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proyecte en función de los supremos intereses de la 
Patria. 

La reforma de un mecanismo tan sensible y de tan 
altas repercusiones sociales debe realizarse escalona- 
damente y con prudencia, no sólo por la especial na- 
turaleza del sistema bancario, sino también por la 
necesidad de acomodar las medidas que al efecto se 
adopten con las de todos los sectores de la economía 
que son complementarios. 

En su virtud, y de conformidad con la propuesta 
elaborada por las Cortes Españolas, 


DISPONGO 


Artículo 1.2 Se reformará el sistema crediticio y 
bancario con sujeción a las siguientes Bases: 


Dirección de la política monetaria y de crédito 


Base primera. La autoridad en materia monetaria 
y de crédito corresponde al Gobierno, el cual señala- 
rá al Banco de España y a los diferentes Organismos 
de Crédito, a través del Ministro de Hacienda, las 
directrices que hayan de seguirse en cada etapa, orien- 
tando en definitiva la política monetaria y de crédito 
en la forma que más convenga a los intereses del país. 


Banco de emisión 


Base segunda. La reforma se centrará en torno 
a un Banco de España, que, para desempeñar su mi- 
sión, debe ser nacionalizado. Por consiguiente: 

a) Las acciones serán transferidas al Estado me- 
diante el pago de un precio justo, fijado con arreglo 
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a lo que se dispone en la disposición final primera. 

b) Una vez adquiridas las acciones por el Estado, 
el Banco de España pasará a ser una Institución ofi- 
cial con personalidad jurídica. Dependerá del Gobier- 
no a través del Ministerio de Hacienda. 

c) Dentro de su carácter de instrumento de la po- 
lítica monetaria del Gobierno, el Banco de España 
tendrá, en el orden técnico, una organización autó- 
noma. 

d) Para mayor eficacia en su misión, se establecerá 
una nueva estructura del Banco de España, separando 
los órganos encargados de las funciones directivas y 
ejecutivas de aquel otro que, por su carácter esencial- 
mente consultivo, es el adecuado para que en él tengan 
representación los intereses de la Economía a tra- 
vés de la Organización Sindical, junto con otros repre- 
sentantes del interés nacional nombrados por el Go- 
bierno. 

e) Dentro de la necesaria flexibilidad exigida por 
3l desarrollo de una política económica, se regulará 
a creación de dinero a través de los canales de expan- 
sión del crédito concedido por el Banco emisor y se 
establecerán normas sobre las operaciones de mercado 
abierto, redescuento a la Banca privada, medidas en re- 
lación a la pignoración por los Bancos de los Fondos 
Públicos, topes variables de depósitos legales obliga- 
torios de los Bancos privados en el Banco de emisión 
y los demás instrumentos de control necesarios. 

1) La inspección de la Banca privada será enco- 
mendada al Banco de España, de acuerdo con las nor- 
mas que señale el Ministerio de Hacienda. 

g) El movimiento de los pagos exteriores y la 
centralización de las reservas metálicas y de divisas 
deberán traspasarse al Banco de España. 

No obstante, las funciones que la legislación vigen- 
te atribuye al Instituto Español de Moneda Extranjera 
continuarán siendo desempeñadas en su actual ads- 
cripción ministerial, quedando a determinación del 


Gobierno el momento en que deba efectuarse aquel 
traspaso de funciones y el de cualquier otro de carác- 
ter operativo que el Gobierno acuerde, una vez desa- 
parecidas totalmente las presentes circunstancias del 
comercio exterior. 

h) La gestión directiva del Banco de España co- 
rresponderá a un Gobernador, que será nombrado por 
Decreto, y estará asistido por más de un Subgoherna- 
dor, que por su orden se sustituirán, y cada uno de los 
cuales asumirá la dirección de un grupo de funciones 
especializadas. 

i) El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Ha- 
cienda, regulará el ejercicio de cargos directivos y 
ejecutivos en el Banco de España, de manera que se 
desempeñen con la independencia que exige siempre 
el ejercicio de dichos cargos, fijando las debidas incom- 


patibilidades. 


El crédito a medio y largo plazo 


Base tercera. Se creará el Instituto de Crédito a 
medio y largo plazo, en sustitución del actual Comité, 
con las siguientes características y funciones: 

a) Será el órgano permanente de relación entre el 
Gobierno y las Entidades Oficiales de Crédito. De- 
penderá del Ministerio de Hacienda y tendrá personali- 
dad jurídica y la capacidad necesaria para el cumpli- 
miento de sus fines. 

b) Ejercerá la alta dirección e inspección de dichas 
Entidades, a las que proveerá, en forma coordinada, de 
los recursos suficientes para que puedan actuar eficaz- 
mente en la política de desarrollo económico; les 
transmitirá las instrucciones de carácter general a 
que han de acomodar sus operaciones y velará por el 
cumplimiento de aquéllas. 

c) Dispondrá de los medios financieros que el 
Ministerio de Hacienda le proporcione, bien procedan 
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de anticipos del Tesoro, de cédulas para inversiones 
—suscritas por entidades o por particulares— o de 
aportaciones extranjeras, e incluso, en casos extraor- 
dinarios, por operaciones de Tesorería con los Bancos 
y Cajas de Ahorro, o por anticipos del Banco de Es- 
paña. 

d) Podrá adquirir, dentro de la política general 
del crédito, y con carácter circunstancial, valores 
mobiliarios. 

e) El volumen total del crédito a distribuir anual- 
mente por el Instituto se fijará por el Gobierno, a pro- 
puesta del Ministerio de Hacienda, previo informe 
del Consejo de Economía Nacional. 

f) El Instituto desempeñará las demás funciones 
atribuidas al Comité del Crédito a medio y largo pla- 
zo por la legislación vigente. 

g) El Gobernador del Banco de España ostentará 
la presidencia del Instituto del Crédito a medio y 
largo plazo. 

h) Las directrices para la coordinación entre las 
actividades del Instituto y las del Banco de España 
serán señaladas por el Ministerio de Hacienda. 

1) Para el ejercicio de los cargos directivos y eje- 
cutivos del Instituto se establecerán las oportunas 
incompatibilidades. 


Las Entidades oficiales de crédito 


Base cuarta. Los Bancos Hipotecarios de España, 
de Crédito Industrial y de Crédito Local serán nacio- 
nalizados con las peculiaridades y en la forma y pla- 
zos que el Gobierno establezca. 

Las acciones serán transferidas al Estado median- 
te el pago de un precio justo, que se fijará con arre- 
glo a lo dispuesto en la disposición final primera. 


24 


Se exceptúa de la nacionalización el Banco Exte- 
rior de España, el cual quedará sometido a la misma 
regulación y limitaciones que se impongan a los Ban- 
cos privados, sin perjuicio de la intervención que el 
Gobierno juzgue oportuno reservarse en tanto conser- 
ve aquél su carácter de Banco oficial. 

El Instituto de Crédito para la Reconstrucción Na- 
cional, el Servicio Nacional de Crédito Agrícola, que 
se transformará en Banco de Crédito Agrícola, y la 
Caja Central de Crédito Marítimo y Pesquero serán 
reorganizados, a fin de coordinar su actuación bajo la 
alta dirección del Instituto del Crédito a medio y largo 
plazo, e incorporar a sus órganos de gobierno las 
adecuadas representaciones de la administración, de 
los intereses de la economía, a través de la Oganiza- 
ción Sindical y otros representantes del interés na- 
cional. 

Para el ejercicio de los cargos directivos y ejecu- 
tivos de los Bancos oficiales y demás Entidades oft- 
ciales de crédito, se establecerán las oportunas incom- 
patibilidades por el Gobierno, a propuesta del Mi- 
nisterio de Hacienda. 


Cajas de Ahorro y Cajas Rurales 


Base quinta. Las Cajas de Ahorro serán reorgani- 
zadas en cuanto al superior órgano de control de las 
mismas y a sus operaciones, con arreglo a las si- 
guienles normas. 

a) El Instituto de Crédito de las Cajas de Alorro 
desempeñará las funciones de alta dirección, coordina- 
ción e inspección de aquéllas, y servirá de elemento 
de relación de las Cajas con el Banco de España y 
ei Instituto del Crédito a medio y largo plazo. 
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Estará presidido por el Gobernador del Banco de 
España y lo integrarán representantes de las Cajas 
de Ahorro, de los intereses de la Economía, a través 
de la Organización Sindical, y otros representantes 
del interés nacional nombrados por el Gobierno a pro: 
puesta del Ministro de Hacienda. 

b) Las operaciones de las Cajas de Ahorro se 
reformarán y ampliarán dictando las disposiciones 
precisas para que se otorguen por aquéllas, con más 
amplitud, créditos con fines sociales a los empresa- 
rios agrícolas, a los artesanos, a las pequeñas empre- 
sas comerciales, industriales y pesqueras y a los mo- 
destos ahorradores para acceso a la propiedad, en par- 
ticular agrícola, de vivienda y valores mobiliarios, 
y para que se facilite, en la mayor medida posible, 
el crédito en el sector agrícola, para impulsar la ini- 
ciativa de los cultivadores para modernizar sus explo- 
taciones, incrementándose así las posibilidades finan- 
cieras de transformación del medio rural, para lo cual 
deberá alcanzar la actuación de las Cajas a la em- 
presa agrícola en general y a las instituciones coopera- 
tivas y demás asociaciones de carácter sindical. 

c) Las Cajas Rurales en todos sus grados serán 
reorganizadas para reforzar sus fines al servicio del 
Crédito Agrícola. Sin perjuicio de la disciplina a 
que actualmente están sometidas, el Ministerio de Ha- 
cienda ejercerá la inspección y control de las Cajas 
Rurales para asegurar el cumplimiento de sus fines 
privativos y su coordinación con la política general 
del crédito. 


Banca privada 


Base sexta. Serán adoptadas las medidas nece- 
sarias para que, sin alterar de modo brusco la actual 
organización de la Banca mixta, se tienda a su espe- 
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cialización, teniendo en cuenta la existencia de en- 
tidades ya orientadas predominantemente hacia el 
sector industrial, y se regulará la Banca privada en los 
siguientes aspectos: 

a) Promulgación del estatuto legal de los Bancos 
industriales y de negocios, asignándoles como función 
primordial la de promover nuevas Empresas indus- 
triales, animar y vitalizar así la iniciativa privada y 
colaborar en la tarea de financiación a largo plazo. 

b) Adaptación de las carteras bancarias a la es- 
tructura y el porcentaje de Fondos Públicos que se 
fijen; señalamiento de límites en cuanto al redescuen- 
to, pignoración y reservas en el Banco emisor; deter- 
minación del coeficiente de liquidez y limitación de 
las compras futuras por los Bancos, con fondos de sus 
clientes, de acciones o participaciones de sociedades 
que estén ya en funcionamiento. 

c) Enajenación, en los plazos que se determinen, 
de los valores industriales en poder de cada Banco 
por la cuantía que exceda del límite que se fije. Para 
dicha enajenación se establecerán los adecuados pro- 
cedimientos y normas, tanto en lo relativo a un favora- 
ble tratamiento fiscal de las plusvalías como a porcen- 
tajes graduales y otros aspectos. 

d) En los casos en que los Bancos actúen como pro- 
motores de nuevas Sociedades, su participación en ellas 
se limitará a los porcentajes que se fijen en relación 
con sus recursos propios y con el capital de las em- 
presas de que se trate. 

e) Igualmente se dictarán las normas necesarias 
para evitar ulteriores expansiones de la influencia 
de los actuales Bancos mixtos sobre las Empresas pri- 
vadas y especialmente sobre otros Bancos. 

f) El ejercicio de los cargos directivos y ejecuti- 
vo de la Banca privada deberá quedar sometido, en 
cuanto a incompatibilidades, a la regulación que esta- 
blezca el Gobierno a propuesta del Ministerio de Ha- 
cienda. 
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”Statu quo” bancario 


Base séptima. Se darán mayores facilidades y li- 
bertad al acceso a la profesión de banquero y al 
ejercicio de ésta, modificando, por tanto, la actual 
regulación, de manera que: 

a) Los nuevos Bancos que se auloricen se consti- 
tuyan con un capital mínimo, según las diferentes 
plazas. 

b) Se evite la excesiva proliferación de sucursales 
y agencias mediantes criterios objetivos que establezca 
el Ministerio de Hacienda con fórmulas dotadas de 
la adecuada flexibilidad, mediante cuya aplicación 
se creen los establecimientos bancarios en el número 
preciso para la prestación del servicio requerido por 
la economía nacional. 

c) En todo caso, dichas fórmulas flexibles debe- 
rán crear la necesaria igualdad de oportunidades para 
todas las empresas bancarias. 

d) Se regulará por el Gobierno, a través del Mi- 
nisterio de Hacienda, el establecimiento de la Banca 
extranjera fijando, en su caso, las limitaciones preci- 
sas y teniendo en cuenta, en lo que pudiera ser opor- 
tuno, el principio de reciprocidad. 


Sociedades de cartera 


Base octava. Se perfeccionará la legislación vigen- 
te sobre Sociedades de Cartera, apoyando su desarro- 
llo y dándoles para ello mayores facilidades como 
instrumento de fomento del ahorro, procurándose al 
mismo tiempo, mediante las oportunas regulaciones 
del Ministerio de Hacienda, que no puedan convertirse 
en un medio para controlar privadamente ciertos sec- 
tores financieros. 
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Bolsa de Valores 


Base novena. Se regulará la organización, funcio- 
namiento y operaciones de las Bolsas oficiales de Co- 
mercio y, en particular, las operaciones a plazo, esta- 
bleciéndose rigurosamente las garantías necesarias 
para evilar que puedan transformarse en instrumento 
de peligrosa especulación. 


Ventas a plazos 


Base diez. Se facilitará la financiación de opera- 
ciones de venta a plazos de bienes de equipo indus- 
trial y agrícola y de consumo duradero, mediante la 
creación de entidades específicas, en las cuales deberá 
existir representación del Estado para garantizar el 
cumplimiento de las normas reguladoras que se dic- 
ten. sobre todo teniendo en cuenta los beneficios fis- 
cales y de acceso a redescuento que podrán conce- 
derse a fin de combinar la mejor defensa del consu- 
midor con costes de financiación más reducidos y con 
las adecuadas garantías sobre la solvencia del com- 
prador y demás participantes en la operación, al mis: 
mo tiempo que se controla el volumen del crédito, 
para impedir tensiones excesivas. Los efectos en que 
se formalicen las ventas a plazos podrán ser redes- 
contables hasta la cuantía que establezca el Ministerio 
de Hacienda. 

Art. 2.2 El desarrollo de las precedentes Bases 
se efectuará en forma escalonada, al ritmo más conve- 
niente a juicio del Gobierno o del Ministerio de Ha- 
cienda, en su caso, mediante las disposiciones del ran- 
go procedente. 

Los Decretos con fuerza de Ley deberán dictarse en 
el plazo de dos años. a , 
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Disposiciones finales 


Primera. El precio de las acciones del Banco de 
España y de los Bancos oficiales que, con arreglo a 
lo dispuesto en esta Ley, sean nacionalizados, será 
igual al promedio de la cotización oficial en la Bol- 
sa de Madrid durante el quinquenio comprendido en- 
tre el 1 de enero de 1957 y el 31 de diciembre de 1961. 
Para el cálculo de dicho promedio se tomará como di- 
videndo la suma de las cotizaciones mayor y menor 
de cada mes del referido quinquenio, publicadas en el 
«Boletín Oficial de Cotización de la Bolsa de Madrid», 
y como divisor, el número de cambios computados. Si 
dicho promedio resultare menor que el tipo máximo de 
cotización de las acciones durante el año natural de 
1961, se considerará como precio de dichos títulos el 
equivalente a la cotización máxima durante el men- 
cionado año. 

El precio fijado conforme a lo establecido en el 
párrafo anterior, será incrementado en el 5 por 100 
de su importe, y la suma de aquél y de este incre- 
mento constituirá el precio justo a pagar por el Estado, 
al que habrá de agregarse el interés legal del mismo 
a partir de 1 de enero del ejercicio en que la naciona- 
lización haya sido decretada, con independencia del 
dividendo que le corresponda por el último ejercicio. 

El pago se hará en efectivo dentro de los dos me- 
ses siguientes a la fecha de la entrada en vigor de la 
disposición que decrete la nacionalización de la En- 
tidad correspondiente. 

En la primera emisión de títulos representativos 
de la Deuda del Estado se otorgará preferencia a los 
antiguos accionistas propietarios en cuantía igual al 
importe de lo cobrado a consecuencia de la naciona- 
lización. 

Las cantidades satisfechas por el Estado en virtud 
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de la presente disposición adicional estarán exentas, 
bajo cualquier concepto, de tributación por la Contri- 
bución General sobre la Renta correspondiente al 
ejercicio en que sean efectivamente abonadas. 

Segunda. Por el Ministerio de Hacienda se habi- 
litarán los créditos necesarios para la efectividad de 
los pagos que deban realizarse con arreglo a lo esta- 
blecido en la disposición anterior. 


Dada en el Palacio del Pardo a catorce de abril de 


mil novecientos sesentay dos. 


FRANCISCO FRANCO 


(Boletín Oficial del Estado, número 91, del 16 de abril 
de 1962). 
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DISCURSO DEL MINISTRO DE HACIENDA 
EN LAS CORTES ESPAÑOLAS 


DISCURSO DEL MINISTRO DE HACIENDA, 

EXCMO. SEÑOR D. MARIANO NAVARRO RUBIO, 

EN LA SESION DEL PLENO DE LAS CORTES 

ESPAÑOLAS, CELEBRADA EL DIA 12 DE ABRIL 
DE 1962. 


Señores Procuradores: 


La Ley Fundamental de 17 de mayo de 1958, por 
la que se promulgaron los Principios del Movimien- 
to Nacional, declara en su apartado X1l que «el Es- 
tado procurará por todos los medios orientar el más 
justo empleo y distribución del crédito público». 

Ya antes la declaración IX del Fuero del Trabajo 
había manifestado, en términos amplios y categóri- 
cos, que el crédito, además de acometer el desarrollo 
de la riqueza nacional, contribuiría a crear y soste- 
ner los patrimonios y a garantizar sobre bases de 
honorabilidad y confianza, la competencia y el traba- 
jo de toda clase de personas. 

Es ésta una preocupación que no podían soslayar 
nuestras Leyes Fundamentales, porque era precisa- 
mente un punto donde habían coincidido de modo 
incisivo, rotundo y exigente los precursores del Mo- 
vimiento, la doctrina de la Iglesia y los dictados de 
nuestro Caudillo. 

Los precursores del Movimiento pusieron en este 
tema toda su energía revolucionaria; sus frases son 
como arietes lanzados derechamente al centro de la 
sensibilidad política. Las más de las veces resultan 
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implacables, combativos, tremendamente contunden- 
tes. 

Para la doctrina social de la Iglesia el problema 
del crédito constituye una de las principales preocu- 
paciones; es una de las primeras enmiendas que 
presenta al actual sistema por el que se rige la eco- 
nomía. Encuentra en el estudio de esta materia múl- 
tiples soluciones inmediatas y prácticas para la re- 
forma de muchos aspectos de la vida. 

Para el Jefe de nuestro Estado ha sido siempre esta 
materia una de las que más han despertado su inquie- 
tud realizadora. Lo sabemos muy bien, quienes con 
él directamente colaboramos. 

Recordar ahora todas las citas de nuestros pensa- 
dores, de nuestros Papas o de nuestro Caudillo resul- 
taría tan prolijo como innecesario. Como resulta tam- 
bién necesario afirmar que es éste uno de los temas 
que más apasionan al hombre de la calle. 


Un problema esencial para la economía 


Difícilmente encontraremos una cuestión tan viva- 
menle discutida, tan ambiciosamente planteada y, por 
qué no decirlo, tan ligeramente criticada. Porque las 
cuestiones a la vez complejas y decisivas incitan a ser 
resueltas como el nudo gordiano, mediante solucio- 
nes tajantes y simplistas. 

Toda esta pasión que el tema despierta no tiene 
nada de extraño porque si analizamos serenamente 
la cuestión habremos de reconocer que estamos en 
presencia de un problema esencial para la economía; 
condicionante, si no determinante, de la puesta en 
práctica de los postulados de la justicia social, y de- 
cisivo para todo planteamiento general de cualquier 
política. 

Yo he querido empezar marcando con énfasis la 
importancia del problema porque no quiero burlar 
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lo más mínimo la inquietud que despierta, porque 
tengo clara conciencia de que defraudaría vuestra 
atención si me colocase exclusivamente en el terreno 
jurídico o económico, porque os parecería todo de- 
masiado abstracto—y hasta evasivo—si no descen- 
diese a desentrañar el crédito hablándoos de la Ban- 
ca, y a desentrañar la Banca hablándoos de los han- 
queros. De estas tres palabras, tan cargadas de sus- 
centibilidad, vamos a hablar. Pero vamos a hablar 
con altura, vamos a tratar el tema con toda su dig- 
nidad, sin prejuicios, porque el prejuicio ata y oscu- 
rece, no deja que la razón salga a la luz. Por eso 
cuando los conceptos se precisan y se aclaran las ideas 
el prejuicio se desvanece, o al menos pierde su fuer- 
za esclavizadora de las conciencias y de las actitudes. 

Se ha dicho que el prejuicio se redime por uno de 
estos dos caminos: por las realizaciones que lo des- 
califican, o por la claridad doctrinal libremente con- 
quistada. Las realizaciones sobre esta materia están 
a la vista de todas las personas que quieran conocer- 
las y un buen índice de las mismas os hemos presen- 
tado en el Memorándum con que iniciamos el plan- 
teamiento de esta Ley. La claridad doctrinal es la que 
voy a intentar ahora. hablando a continuación de esas 
tres ideas: del crédito, de la Banca y de los banque- 
ros, para precisar cuál es el sentido que damos a es- 
tas palabras, cuándo las empleamos y cuál es, por 
tanto. la finalidad que les atribuimos. 

Después de hablaros de estos tres conceptos, a mo- 
do de prólogo o si queréis de petición terminológi- 
ca, me ocuparé, en una segunda parte, de las direc- 
trices fundamenlales de la Ley, reduciéndolas a cin- 
co cuestiones que estimo son las cardinales, sin des- 
cender a detalles particulares o adjetivos, de los que 
se ha ocupado, por otra parte, el subsecretario de Ha- 
cienda y Procurador en Cortes, señor Sánchez Cortés. 

En una tercera parte, por último, me dedicaré a 
exponeros, cara al futuro, y sobre la base de los fun- 
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damentos establecidos en la Ley. los principios que 
deben orientar la ejecución de Ja política de crédi- 
to, que es tanto como decir cuáles son los postulados 
de la economía social orgánica que vienen prefigu- 
rando el Movimiento. 


El crédito en la economía 


En cualquier tratado de economía encontraréis cuá- 
les son las funciones del crédito en la vida económica. 
Partiendo de la valoración de la confianza como ga- 
rantía, se os indicará el sentido de anticipación del 
futuro que envuelve y se os advertirán los beneficio- 
sos efectos que procura en orden a la mejor utiliza- 
ción del capital disponible; a la metamorfosis que 
opera en el capital convirtiéndolo de fijo en circulan- 
te o de circulante en fijo; al estímulo que supone 
para el ahorro y a la importancia que liene en la 
creación virtual de riqueza. 

El crédito supone riesgo y, por tanto, espíritu crea- 
dor. Es la punta del progreso económico, implica di- 
namismo, activa todos esos recursos procedentes de 
los que pudiéramos llamar capitalistas sin función; 
pero, además, coordina todos los sectores básicos de 
la economía, ejerciendo una función de mediación o 
de transferencia comunitaria entre ellos: Sirve de en- 
volvente al proceso económico. Su importancia viene 
motivada por el hecho de que radica en un fenóme- 
no de estructura. La Economía moderna, se ha dicho 
con razón, es esencialmente crediticia. El crédito vie- 
ne a ser, conforme a lo dicho con frase certera por 
Pío XI en su «Quadragésimo Ánno», como la san- 
gre del organismo económico. 

Pero lo que yo quiero destacar, para marcar con 
toda claridad nuestra posición en este punto, es que 
no se puede ver este problema sólo desde el ángulo 
económico, porque sería tanto como empequeñecer 
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su colosal importancia u Operar una mutilación en 
sus consecuencias más fundamentales. El crédito, ade- 
más de los aspectos directamente económicos que pre- 
senta, ofrece singular relieve por los aspectos socia- 
les y políticos que su ordenación implica. Tiene tanta 
trascendencia para la vida entera de la nación y pa- 
ra su futuro, que no podemos ni debemos adoptar, 
ante sus problemas una posición neutralista. 


«Aspecto social del crédito 


Nosolros creemos que la figura del crédito, ya en 
su planteamiento, responde a un principio típicamen- 
te social, el de la solidaridad. El crédito hace posible 
la participación de los nuevos emprendedores de bie- 
nes sociales en los recursos inactivos acumulados por 
otros; concentra esfuerzos, junto a la iniciativa, en 
aras del bienestar común; multiplica las relaciones 
de convivencia; y al vincular extensos sectores de 
hombres y factores, hace efectiva la dependencia re- 
cíproca que existe entre todos los miembros de la so- 
ciedad. 

El crédito introduce en la vida económica el ele- 
mento característico de toda evolución, el tiempo, y 
hace que la economía esté penetrada de un auténtico 
dinamismo social. El crédito moviliza no sólo recur- 
sos económicos, sino capacidades humanas en orden 
al rendimiento de la inteligencia y al esfuerzo en el 
trabajo; crea el futuro, a través de la mejor utiliza- 
ción de las posibilidades sociales presentes. Pero, so- 
bre todo, despliega una rica y variada gama de vir- 
tualidades sociales. Gracias a él se amplía el campo 
de la igualdad de oportunidades; se incrementa la 
difusión de la propiedad, a la que el crédito sirve, 
unas veces para crearla y otras para conservarla o 
consolidarla; extiende la difusión de bienes huma- 
nos fundamentales; facilita el acceso a la cultura y 
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el montaje de instituciones formalivas y educadoras 
y establece una extensa red de trasferencias de hienes 
y servicios entre todos los miembros de la sociedad, 
con una elasticidad antes desconocida y con una 
amplitud teóricamente indefinida y prácticamente 
insoslayahle. Jamás el ingenio humano concibió 
una idea que asegure más, de modo efectivo, la 
comunicación de hienes entre los hombres. 


Aspecto político del crédito 


Y no se puede desconocer tampoco el aspecto po- 
lítico del problema. Un instrumento de tanta impor- 
tancia, que despliega tan fecundas y varias posibili- 
dades, no puede ser ignorado por la política. El con- 
trol del crédito ha sido siempre un objetivo del Po- 
der, un puesto de dominio activo en la vida social, 
una cumbre de mando y de gobierno. Allá donde hay 
una aspiración de prepotencia en la vida, sea de cual. 
quier clase que fuere, se busca el dominio del cré- 
dito como uno de los procedimientos más directos 
para conseguir el fin. Por eso el crédito no puede es- 
tar a merced de aspiraciones incontroladas, ni se pue- 
de realizar su aplicación de manera tiránica, ni debe, 
por tanto, adoptar el Estado una cómoda posición de 
indiferencia frente a problema tan incitante. 

El Estado no puede inhibirse ante el problema del 
crédito, si quiere seguir de cerca el desenvolvimiento 
de la vida económica del país, ni puede tampoco re- 
nunciar a la utilización del medio más eficaz que 
existe para la forja del bienestar social, porque sería 
tanto como convertir en una entelequia el bien co- 
mún, que es, en definitiva, el objeto al que ordena 
toda su actividad. 

Nuestros postulados condenan por igual la absor- 
ción de la iniciativa privada por el Estado, según 
pretenden las fórmulas socialistas—máxime estando 
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iniluidas por un espíritu de odio y de revancha—. asi 
como la mera mecanización o arbitraje del cruce de 
intereses, conforme propugnan todavía algunos hom- 
bres resabiados por los viejos modos del capitalismo 
individualista. 

Nosotros no queremos ni suprimir la iniciativa pri- 
vada ni dejarla desintegrada. Lo que pretendemos es 
ordenar el más justo empleo y distribución del crédi- 
to público, como postula el apartado XI de los Prin- 
cipios Fundamentales del Movimiento; elevar al ran- 
go de garantía los valores humanos de honorabilidad, 
confianza, compelencia y laboriosidad, de que habla 
la declaración 1X del Fuero del Trabajo, y extender, 
en principio, bajo la tutela del Estado, a todos los 
españoles el beneficio del crédito, para que oriente 
y estimule a todos aquellos sectores de la producción 
que delen ser fecundados por él, como recientemente 
aseveró nuestro Caudillo. 


La Banca 


En la entraña del crédito está la Banca. El crédi- 
to necesita que los bienes, productos y servicios de 
que ha de disponer estén concentrados en depósitos, 
y esto se realiza merced a las instituciones bancarias. 
Gracias a la Banca, el ahorro puede adquirir la fun- 
ción habitual de crédito. 

Los Bancos nacen reclamados por los más altos 
procesos y necesidades de la estructura económica 
moderna. No son un arlilugio creado por el capitalis- 
mo para fines de explotación y de prepotencia. Fren- 
te a la institución bancaria, son mala cosa las actitu- 
des de resentimiento o revancha de los demagogos, el 
pesimismo de los que se entristecen ante el dinero, 
porque lo desean, o los «slogans» políticos nacidos 
de la táctica de grupo o de partido. Habrán de po- 
nerse en marcha todas estas fuerzas negativas para 
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provocar Ja destrucción de unas instituciones banca- 
rias concretas, y habrían incluso de aniquilar su exis- 
tencia, y no podrían suprimir su función, porque es 
vital para la economía, A la larga o a la corta, termi- 
narían por inventar otras organizaciones que las sus- 
tituyesen de mala manera. 

Para los hombres afirmativos y creadores, la ins- 
titución bancaria es un fenómeno natural y positivo 
de la economía moderna, cuya alta función está exi- 
gida de modo instrumental por el progreso econó- 
mico. 

Pero es que. además, y con independencia de las 
finalidades económicas que la Banca cumple, tam- 
bién aquí entran en juego consideraciones de orden 
social, e incluso de orden político. 


La función bancaria no es puramente materialista 


La función bancaria tiene que dibujarse como una 
acción institucional económica, pero no puramente 
materialista. Sirve al desarrollo material, pero no pue- 
de amortiguar, apagar o trastocar la conciencia de la 
jerarquía de valores—para tomar una frase de la 
Encíclica «Mater et Magistra». 

En el orden social, aparte de otras finalidades a 
las que ya hice mención al hablar del erédito, la ins- 
trucción bancaria debe cumplir la importante misión 
de seleccionar aptitudes. Los Bancos cuentan con efi- 
caces instrumentos de investigación de la capacidad 
crediticia; constituyen auténticos tribunales de la sol- 
vencia; analizan el espíritu de empresa, el afán de 
perfección, que se manifiesta casi siempre en el tra- 
bajo y en la buena administración; crean lo que pu- 
diera llamarse la dinámica de los más capaces, que 
viene a colocar a los mejores en la posibilidad de to- 
mar las riendas del futuro, prestando, de este modo, 
un gran servicio al progreso social. 
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En orden a la buena administración de la econo- 
mía, la Banca ha de prestar, asimismo, el inaprecia- 
ble servicio de prospección del porvenir. La Banca 
sabe leer, en lo mejor de su historia y en las ense- 
ñanzas de sus propios fracasos, que la dimensión fi- 
nanciera es la base sobre la que debe establecerse la 
decisión de cualquier problema económico concreto. 
Cualquier otra posición sería ciega o irresponsable. 
Al hacer comprender a todos cuantos intervienen en 
la vida económica la necesidad de condicionar su ac- 
tividad a sus posibilidades crediticias, la Banca cum- 
ple una auténtica función de magisterio y presta a 
la economía las garantías de seguridad y eficacia in- 
dispensables para un sólido desenvolvimiento. 


La Banca regenta de hecho un importante poderío 


Pero es que, además, la Banca regenta de hecho 
un importante poderío. Al comprometer sus grandes 
posibilidades en determinadas empresas, se convier- 
te en organización de organizaciones. Al servir de 
árbitro entre el dinero y los proyectos trueca la pro- 
piedad pasiva en propiedad activa, y ejerce sobre am- 
bas un dominio eminente. Pero esta importante mi- 
sión, este poder que la Banca ejerce como organiza- 
ción de organizaciones, para que no se desvíe, para 
que no se cometan auténticas malversaciones sociales, 
tiene que estar presidido por la idea de servicio. No 
es exagerado afirmar que, desde este punto de vista, 
la Banca es un servicio público real y efectivo que 
tiene, que debe tener como tal, la subordinación a 
finalidades superiores. 

No deben ser los Bancos unos almacenes de dinero 
sin espíritu ni afán constructivo, capaces tan sólo de 
amontonar bienes improductivos. Han de ser orga- 
nismos vivos, atentos a captar las necesidades de todo 
orden del país y a procurar su satisfacción. Han de 
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vivir con gran intensidad toda suerte de preocupacio- 
nes generales, entre otras razones porque su mecanis- 
mo de defensa contra la incertidumbre consiste prin- 
cipalmente en eso: en atender aquellos servicios que 
se señalen como meta deseada o deseable por la ma- 
yor y mejor parte de los ciudadanos. El incremento 
de la producción, y, en general, de la vitalidad eco- 
nómica, la extensión de los bienes sociales, el acceso 
de la mayor parte de la población-a los bienes supe- 
riores, son temas que interesan tanto al banquero res- 
ponsable como al político, porque le son comunes. 

Y común tiene que ser la tarea a que esta Ley nos 
incita; la de montar un buen sistema crediticio don- 
de los hombres de la Banca puedan sentirse fácilmen- 
te solidarizados con el bienestar general; donde exis- 
tan unas reglas que encaucen, en este sentido, toda 
la actividad, interna y externa; donde la intercone- 
xión de actos y de acciones individuales formen un 
auténtico clima social que declare inoficiosas las de- 
formaciones de conciencia y apoye los dictados de la 
buena fe. Podéis tener la seguridad de que éste es el 
propósito latente de la Ley; la más noble de sus as- 
piraciones, el primero de sus objetivos. 


Los banqueros 


En la entraña del problema de la Banca están los 
banqueros. 

Ni la ordenación del crédito, con toda su compli- 
cada dinámica, ni la instrumentación de la Banca, con 
todo su juego institucional, serían nada si no fuese 
por el hombre que asume la función o crea las orga- 
nizaciones y, en definitiva, las gobierna y endereza 
hacia fines libremente pensados. 

El banquero es un profesional de la economía del 
crédito; es esencialmente el hombre que administra 
los recursos creadores del producto social y es, asi- 
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mismo, el custodio y garante de ese depósito de bie- 
nes disponibles que llegan a su organización. 

La difícil profesión bancaria es el punto de con- 
vergencia de fuertes exigencias sociales, de intensas 
presiones de intereses, de acerbas actitudes críticas. 
El banquero es, por las características de su función, 
un hombre inmerso en la más amplia y compleja es- 
fera de intereses económicos, sociales y políticos. Es 
una figura que debemos definir reciamente, con ras- 
gos nobles, trazados fuertemente por elevadas y efi- 
caces tareas. 

El banquero no puede ser la figura contrahecha 
que ha querido circular el resentimiento de los dema- 
gogos; no sirve para nuestra consideración la estam- 
pa del hombre listo, puro producto de la astucia eco- 
nómica, que se ha colocado en el canal central del 
movimiento de la riqueza, para enriquecerse a sí mis- 
mo mediante una serie de malabarismos y artimañas 
formalislas. Este juicio negativo ha podido ser for- 
mulado en una malévola rebusca de ciertos casos ais- 
lados; pero si somos sinceros, hemos de reconocer 
que no ha sido así el banquero, cuya figura han plas- 
mado con incitante expresividad los mejores hombres 
de la Banca española... Ni tampoco puede ser el tipo 
de hombre que reclama de modo exigente el proyecto 
de Ley que ahora os presentamos. 


El banquero es un hombre responsable 


Para las exigencias de nuestra Ley el banquero es 
un hombre responsable, que debe sentirse solidari- 
zado con el bien común. Ha de realizar una máxima 
productividad, porque es árbitro en el empleo de los 
recursos, crea posibilidades de acción, encauza fina- 
lidades, prende la chispa tangencial en que el capi- 
tal, el pensamiento y el trabajo se funden en un único 
"proceso productor. Es un hombre en el que han de 
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integrarse la competencia profesional, las cualidades 
del negociante experimentado en el conocimiento de 
los resortes humanos, la seriedad del que tiene que 
ser, por su profesión, mediador de intereses contra- 
puestos, y la serenidad del que ha de arbitrar esta 
pugna con importantes decisiones. Es consejero e im- 
pulsor de hombres, que orienta y apoya la genialidad 
creadora de los más capaces; es hombre que ha de 
tener un noble temple humano, que ha de practicar 
una alta servidumbre social, la de vincular su inte- 
rés privado al interés general; que sirve a la solida- 
ridad social como objetivo de su acción crediticia, 
proporcionando los recursos necesarios para salvar 
las dificultades ocasionadas por las contingencias eco- 
nómicas y por los perjuicios críticos; es hombre que 
ha de buscar la justicia social como norma inmediala 
de acción; que, junto a la buena fe que estimula y 
apoya, ha de tener la sagacidad que descubre móvi- 
les, objetivos y solvencias y la firmeza que ampara 
los proyectos positivos y rechaza las intenciones de 
mala ley. 

El banquero, tal como lo describo, es un hombre 
imprescindible para el país; el país necesita de es- 
tos hombres capaces. Su capacidad podrá suplir las 
deficiencias institucionales en el período de su rea- 
juste; su inteligencia servirá para que se plasmen del 
modo más adecuado a la realidad las bases jurídicas 
que ahora se establecen como más aptas para las nue- 
vas etapas de nuestra economía. Son hombres claves 
para el desarrollo nacional, para alinear al país en el 
complejo de la economía mundial y para ponernos 
en condiciones de seguir en el camino exigido por las 
actuales circunstancias. 


Los banqueros tienen el deber de ser ejemplares 
El banquero tiene que ser una dignidad social sana 
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y fuerte. Ha de sentirse apoyado por el más hondo 
sentimiento del país, en el que todos en general, y 
los gobernantes en particular, tenemos el deber de 
crear un clima donde rijan, por su activa disposición, 
los mejores valores cristianos. Los hombres que ocu- 
pen estos puestos en la vida económica, precisamente 
por ser tan relevantes, tienen el deber especial de ser 
ejemplares. La sociedad puede y debe exigirles una 
conducta que responda a la alta misión que se les 
confía. Pero ellos, en justa correspondencia, tienen 
también el derecho a exigir el respeto de todos los 
ciudadanos. Necesitamos que el prestigio envuelva y 
proteja a esas auténticas rectorías sociales si quere- 
mos que el pueblo reconozca no sólo lo que ellos 
sean, sino también las ideas que ellos presuponen y 
todas las vigencias sociales que ellos representan. 

Aclarada la posición inicial que adoptamos fren- 
te al problema del crédito, definidos los caracteres 
con que idealizamos las figuras que intervienen en 
este problema y marcado el sentido en que se orienta 
la trayectoria que queremos señalar para el futuro, 
voy a pasar a la segunda parte de mi discurso, en la 
que consideraré con la mayor rapidez los puntos car- 
dinales de la Ley, dejando a vuestra apreciación es- 
tablecer el nexo lógico que existe entre el cuadro 
ideal que acabo de exponeros y el que realmente se 
desprende del estudio del Proyecto. 

Ante todo, al hablar del Proyecto de Ley, quiero 
destacar, como primera de sus caracterísicas, la opor- 
tunidad. 

Como os decía en mi discurso de diciembre pasa- 
do, «tras el proceso estabilizador ha llegado la hora 
del despegue de la economía española», y como se 
afirma en la exposición de motivos del Proyecto, «la 
puesta en práctica en un futuro próximo de un plan 
general de desarrollo exige un previo examen de los 
instrumentos de que se dispone para acometer con 
éxito esa trascendental tarea». «Las instituciones de 
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carácter económico requieren, además, una periódica 
revisión para mantenerlas ajustadas a las necesidades 
que han de atender o a la coyuntura con que han de 
enfrentarse», 

Una serie de circunstancias propicias custodia el 
Proyecto y garantiza su buena ejecución. Son, entre 
otras, el equilibrio y saneamiento del Presupuesto 
del Estado, la estabilización de la moneda, la libera- 
ción del comercio, la amplia posibilidad de una eco- 
nomía montada sobre el principio de mercado, la 
existencia de un sistema tributario eficaz y elástico, 
la promoción de hombres capacitados para la tarea 
que se les encomiende, el vigor de una autoridad ca- 
paz de orientar el bien social. 

Pensad, por último, que la Ley de 17 de mayo de 
1958. por la que se publicaron los principios del Mo- 
vimiento, contiene un mandato imperativo sobre la 
ordenación del crédito. y encontraréis justificada la 
presentación de esta Ley. 


Necesidad de llenar vacios institucionales, legales y 
prácticos 


Una de las primeras finalidades que quiere cum- 
plir la Ley es precisamente la de llenar los vacíos 
instilucionales, legales y prácticos que presenta la 
ordenación del crédito. 

En el orden institucional basta con decir que no 
existen todavía en nuestro sistema los tipos moder- 
nos de sociedades de cartera, «investiment trusts», 
corporaciones financieras y demás órganos de finan- 
ciación, que tan decisiva importancia tienen en otros 
países. Baste con saber, a este respecto, que hasta la 
promulgación de la Ley de 26 de diciembre de 1958 
no existía ninguna institución que se ocupase de la 
ordenación del crédito a medio y largo plazo, y se 
comprenderá cuán profundo era el vacío institucio- 
nal que existía en esta materia. 
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En el orden legal se presentan, asimismo, impor- 
tantes lagunas respecto al crédito. Recordemos las 
disposiciones que fué preciso dictar sobre ampliación 
del plazo de noventa días establecido por el Código 
de Comercio, y destaquemos, como nota más impor- 
tante, la inexistencia de un estatuto legal para los 
Bancos industriales o de negocios, que son, lógicamen- 
te, los que en las actuales circunstancias merecen 
nuestra atención de modo preferente. 

En el orden práctico, aparte de los problemas que 
planteaba la prefinanciación de las grandes empresas, 
se observaba un claro vacío en la ordenación de las 
ventas a plazos y, especialmente, en la financiación 
de las empresas medias y pequeñas, que constituyen 
uno de los mejores potenciales humanos de la econo- 
mía del país. 

Todos estos problemas y otros—a los que no me 
refiero para no dar a esta exposición un tono farra- 
goso—han sido objeto de medidas oportunas, con las 
que se ha iniciado la corrección del sistema. Recorde- 
mos a esle respecto la Ley de 26 de diciembre de 
1958, el Decreto-Ley de 10 de agosto de 1960, las 
Ordenes Ministeriales de Hacienda de 24. de septiem- 
bre de 1960 y 12 de enero de 1962. Pero esto sólo 
no basta; por el camino emprendido de retocar par- 
cialmente el sistema iríamos siempre arrastrados por 
las circunstancias, estaríamos continuamente presen- 
tando correcciones y produciendo una sensación de 
incertidumbre; terminaríamos por perder la noción 
de conjunto y renunciaríamos a poner a nuestras ins- 
tituciones en la línea en que hoy día operan en el 
mundo las organizaciones más avanzadas. 


Se impone una ordenación del sistema 


Pero cs que la Ley, además de llenar vacíos, viene 
a establecer una ordenación. Este es, quizá, el punto 
más importante por su significado cualitativo, el que 
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tiene más sentido del futuro por su alcance orgánico, 
el que más enlaza con las consideraciones que os he 
expuesto en la primera parte de mi discurso. 

La Ley pretende armonizar dos ideas, a veces pre- 
sentadas como contrapuestas, que son como el cauce 
del gran canal por el que debe discurrir la economía : 
la línea del equilibrio y la del impulso. 

De un lado, es preciso crear un centro ordenador 
de la financiación exigida por el desarrollo económi- 
co del país, para que le facilite los medios que resul- 
ten indispensables, para que le comunique el impulso 
que toda actividad crediticia lleva consigo. Este cen- 
tro es el Instituto de Crédito a Medio y Largo Plazo, 
que el Proyecto de Ley establece sobre la base de la 
feliz experiencia conseguida por el actual Comité del 
mismo nombre. 

Pero, de otro lado, es preciso asegurar que el im- 
pulso económico no sobrepasará los límites de la 
expansión permitida en cada momento por la econo- 
mía; hay que garantizar la estabilización consegui- 
da, hay que cuidar constantemente que se mantenga 
el equilibrio. El organismo al que se confía esta de- 
licada misión es el Banco de España, que pasa, por 
este motivo, a ser nacionalizado, ya que sería un tan- 
to incongruente que condicionásemos el ejercicio de 
una función tan directamente vinculada al bien común, 
a la defensa de toda esa gama de intereses parlicu- 
lares que tiene el deber de proteger el capital privado 
a través de una política de dividendos. 

Para que la gestión de estos dos importantes orga- 
nismos—Banco de España e Instituto de Crédito— 
sea ordenadora es preciso que se ejerza la necesaria 
disciplina en relación con las organizaciones que lie- 
nen subordinadas, y así el Banco de España manten- 
drá directamente la vigilancia de la Banca privada, y 
el Instituto de Crédito a Medio y Largo Plazo, la de 
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la Banca oficial, en la medida que resulte necesaria 
para servir de nexo entre las directrices marcadas por 
el Gobierno y las aplicaciones concretas del crédito 
que instrumenten Jos distintos Bancos o servicios, ya 
sean particulares u oficiales. 

Como sabéis, la coordinación entre estas dos insti- 
tuciones se establece de un modo sensible y personal 
al confiar su jefatura a un cargo conjunto, que osten- 
tará, además de la gobernación del Banco de Espa- 
ña y de la presidencia del Instituto de Crédito a Me- 
dio y Largo Plazo, la del organismo rector de las 
Cajas de Ahorro, que vienen a someterse a la misma 
disciplina para dar así a la ordenación el más rigu- 
roso alcance unitario. 


Nacionalización de la Banca oficial 


Otras de las finalidades que persigue el Proyecto 
es la congruencia entre el orden práctico y el orden 
lógico. No podríamos realizar ninguna política con- 
gruente si tuviésemos que responder a una serie de 
exigencias antitéticas que la frenasen o la desviasen. 
Me refiero concretamente a la necesidad en que nos 
encontráhamos de abordar, en relación con la Banca 
oficial, el problema de las nacionalizaciones. No es 
lógico que organizaciones que miran directamente al 
interés general deban atender, al mismo tiempo, a la 
defensa de intereses privados. 

Circunstancias ya superadas pudieran aconsejar, en 
su día, la organización mixta, cuya reforma se hace 
ahora posible habida cuenta de que entonces cada 
uno de estos organismos tenía su mercado de capita- 
les propio, y el Estado, por otro lado, no podía pro- 
curarles los recursos necesarios para su funciona- 
miento. Pero las circunstancias han cambiado radical- 
mente; la afectación del ahorro llamado institucional 
a la política del crédito del sector público y la evo- 
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lución experimentada en el mercado privado de ca- 
pitales han sido la causa de que los Bancos oficiales 
se queden ya sin mercado propio y de que sea ahora 
precisamente el Estado, mediante sus emisiones espe- 
ciales, el único que puede proporcionarles los impor- 
tantes recursos que han de administrar si queremos 
que el desarrollo económico promovido por estas ins- 
tituciones alcance el ritmo apetecido. Si no lo hicié- 
semos así, no serviríamos al interés general y deja- 
ríamos a las propias organizaciones que ahora refor- 
mamos en una situación de anacronismo. incongruen- 
cia y desfallecimiento. 


Competencia de la Banca privada 


Otra de las finalidades que persigue el Proyecto 
es la de establecer sobre sólidas bases la competencia 
de la Banca privada y, como consecuencia necesaria, 
la de la oficial. No cabe duda de que conforme a nues- 
tra doctrina, proclamada de una manera resuelta por 
los Principios del Movimiento, por el Fuero del Tra- 
bajo y por el Fuero de los españoles, la iniciativa 
privada ocupa una posición preeminente en el desen- 
volvimiento económico. De estas dos grandes líneas 
de actuación, la del Estado y la de los particulares, 
sobre las que montamos nuestro dispositivo, la que 
figura en vanguardia es la de la Banca privada. 

Si la Banca privada pudiera cumplir y cumpliese 
de hecho todas las exigencias presentadas por una 
perfecta y exhaustiva política crediticia, no tendría- 
mos necesidad de conservar ningún Banco oficial, con 
la sola excepción del Banco de España, que, aparte 
de su misión ordenadora y de disciplina de la Banca 
privada, cumple una función de orden monetario esen- 
cial y por lo tanto indispensable. Lo que sucede es 
que hay una serie de atenciones que no deben ser cu- 
biertas por la Banca privada, ya que no puede ser 
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compelida a que sufra perjuicios injustos o a que 
arrostre temerariamente el peligro de una impruden- 
te inmovilización. 

Todas las finalidades a que atienda la Banca ofi- 
cial. como viviendas, construcción naval, préstamos 
hipotecarios y a Corporaciones locales o a la agricul- 
tura, elc., están en este caso. La Banca oficial viene, 
en una segunda línea, a suplir las razonables diferen- 
cias de la Banca privada. 

Conviene observar a este respecto que la Banca 
oficial no está al servicio de las entidades públicas, 
sino de los particulares. Los préstamos que concede 
van destinados a empresas privadas. Y no escapará a 
vuestra perspicacia la observación de que a través de 
estas facilidades se amplía el campo de aplicación 
del crédito en beneficio indirecto de la propia Banca 
privada, que se aprovecha, asimismo, del efecto difu- 
so de la riqueza creada. 

La Banca oficial es, además, el medio más apropia- 
do para que la acción del Gobierno penetre directa- 
mente en la intrincada red de las relaciones económi- 
cas, infundiéndole sus inspiraciones, penetrándola de 
sentido progresivo y abriendo el horizonte del crédito 
en la misma medida en que la política amplíe los 
objetivos de la justicia social. 


La Ley responde a un auténtico sentir nacional 


Por último, no quisiera dejar de hablar del Proyec- 
to de Ley sin referirme al procedimiento seguido en 
su elaboración, porque refleja la gran capacidad de 
diálogo que existe dentro de nuestro Régimen. Un Ré- 
gimen que nació de la sociedad, sobre la base de la 
decisión histórica del pueblo español, lleva esa ca- 
racterística de origen como un complemento de su 


naturaleza. 
Nada más consecuente con nuestro planteamiento 
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político de la representación social que buscar la opi- 
nión a través de las instituciones directamente intere- 
sadas, que es donde se manifiesta con más competen- 
cia, pureza y sentido de responsabilidad. 

La experiencia que hemos hecho en este caso lo con- 
firma, al igual que la anterior consulta que hubimos 
de plantear con ocasión del plan de estabilización. 

Como sabéis, el Gobierno redactó un Memorándum 
sobre el problema del crédito y de la Banca, que so- 
metió a la consideración de los organismos más cali- 
ficados en la materia. Fueron éstos el Banco de Es- 
paña, el Consejo Superior Bancario, la Organización 
Sindical, el Instituto de Estudios Políticos, el Conse- 
jo Superior de Cámaras de Comercio, Industria y Na- 
vegación, la Confederación Española de las Cajas de 
Ahorro y, en último término, el Consejo de Economía 
Nacional. 

Dentro de cada uno de esos organismos, tuvieron 
la oportunidad de intervenir, e intervinieron de he- 
cho, las personas más calificadas de la vida nacional, 
no sólo en el ámbito de la Banca. sino también de 
la economía, e incluso del trabajo. El Proyecto os 
llega, por lo tanto, rodeado de una serie de opiniones 
que, una vez conjuntadas, significan, a mi juicio, de 
modo indiscutible, un auténtico sentir nacional. 

Y tenía que ser así si queríamos hacer una obra 
política constructiva. Un proyecto de tanto alcance 
debía ser elaborado sobre la base de una colaboración 
directa y responsable, que aportase a la idea inicial 
del Gobierno toda suerte de juicios y perfiles, todas 
las apreciaciones particulares del problema, aunque 
respondiese a un interés de grupo o de sector, siem- 
pre, claro está, que estuviesen de acuerdo con los 
principios, con las directrices y con la advertencia 
de circunstancias que constituían la base del plantea- 
miento. Había que formar un auténtico ambiente na- 
cional, suscitar la comprensión del problema, apre- 
ciar con altura y competencia la situación económi- 
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ca general y estimar con juicio certero las solucio- 
nes. Y creo que este propósito lo conseguimos plena- 
mente. Tan eficaz ha sido la colaboración, en este 
caso, que le ha bastado al Gobierno con recoger la 
parte normativa de las conclusiones del dictamen del 
Consejo de Economía Nacional—que, a su vez, refle. 
ja las de los otros informes particulares—para redac- 
tar, casi con las mismas palabras, el Proyecto de Ley. 
Vosotros, aquí en las Cortes, habéis puesto el resto. 


La ejecución de la Ley también presenta problemas 


En la primera parte de mi discurso he planteado 
los problemas previos a la presentación del Proyecto 
de Ley. La intención era bien clara: desmontar, como 
os dije, los prejuicios que existen en torno a esas pa- 
labras tan cargadas de susceptibilidad como son el 
crédito, la Banca y el banquero. Advertí de antema- 
no cuál es la valoración que nosotros damos a esos 
conceptos. Evité que, al mencionarlos, se pudieran 
tomar en sentido peyorativo. 

Aclarada esta posición, he procurado, en la segun- 
da parte, trazar de una manera sencilla los puntos 
cardinales de la Ley, para convenceros de su oportu- 
nidad, de su necesidad y de su congruencia. Queda 
ahora la tercera parte de esta exposición, en la que 
quiero tratar de los problemas concernientes a la eje- 
cución de la Ley. 


La reforma debe realizarse escalonadamente y con 
prudencia 


Quizá el primer problema que plantea la Ley, en 
orden a su ejecución, es el relativo al tiempo que va- 
mos a necesitar para su desarrollo. 

La exposición de motivos de la misma dice en el 
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último de sus párrafos, lo siguiente: «La reforma de 
un mecanismo tan sensible y de tan amplias repercu- 
siones sociales debe realizarse escalonadamente y con 
prudencia. No sólo por la especial naturaleza del 
sistema bancario, sino también por la necesidad de 
acomodar las medidas que al efecto se adoplen con 
las de lodos los sectores de la economía que son com: 
plementarios.» 

Bien vale la pena que dediquemos a este punto al- 
guna consideración. En todo proceso se parte de una 
realidad. Allí están no sólo los supuestos y antece- 
dentes necesarios para la realización que se intenta, 
sino también otros factores disconformes o contrarios 
al fin perseguido. Yo creo, sinceramente, que el éxito 
eficaz se logra con un planteamiento evolutivo, no re- 
volucionario. La carga emotiva y dinámica que en- 
vuelve la palabra revolución ha de entenderse no co- 
mo gritería destructura, inerme e inconstante para 
construir, sino como decisión tesonera de implantar 
unos valores y unos principios e incorporarlos efec- 
tivamente a la vida real. Por otro lado debemos otor- 
gar a la palabra revolución un significado equivalen- 
te a su presión de situaciones, factores o circunstan- 
cias disconformes, más o menos duraderas, pero sólo 
mantenidas en virtud del abstencionismo efectivo de 
los que las enjuician o critican o de la inercia transi- 
gente e ineficaz de las mejores fuerzas sociales. 

Los nuevos objetivos, la implantación de valores y 
principios y la supresión de anomalías retardatarias 
o perjudiciales sólo se logran bajo dos condiciones: 
actuando en el tiempo conforme a exigencias creado- 
ras que eviten los perjuicios del desequilibrio econó- 
mico y conjugando la actuación de los factores reales, 
de forma que no se destruyan mientras no sea posible 
sustituirlos por algo mejor. De ahí que la realización 
práctica, tal como la pide la naturaleza de las cosas 
y la exige la eficacia, ha de ser evolutiva. Este ha 
sido hasta nuestros días, y en nuestro actual proceso 
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imparable de reforma nacional, el sentido que hemos 
atribuido a nuestro desarrollo en todos los órdenes: 
institucional, económico, social e incluso espiritual. 
Revolución instauradora; evolución revolucionaria, 
si se la quiere llamar así, afirmativa y creadora, fir- 
memente defendida del riesgo de ser desvirtuada y 
activamente abierta a la conquista de sus cristianos 
objetivos. Y así es cómo hemos de obrar en este caso. 


Una serie de principios sociales ha de inspirar su 
desarrollo 


El segundo problema que quiero plantear en orden 
a la ejecución de la Ley es de más trascendencia. Se 
refiere al espíritu con que vamos a aplicarla, a las 
ideas que se van a tener en cuenta, a los criterios 
que han de determinar y presidir su ejecución concre- 
ta o, lo que es lo mismo, a los principios que han de 
inspirar su desarrollo. 

Ya habéis podido advertir que de una manera rei- 
terada he venido invocando consideraciones de orden 
social, junto a las puramente económicas, y ésta es, 
en realidad, la clave de nuestra posición; la firme 
creencia de que para resolver ese importante proble- 
ma del crédito no bastan solamente consideraciones 
económicas, sino que es preciso traer también a cola- 
ción consideraciones sociales. 

Trataré de explicar este punto: reiteradamente he 
afirmado en anteriores discursos la gran perogrullada 
de que no es posible encontrar solución perfecta a los 
problemas sociales sin que estén resueltos los proble- 
mas económicos, que han de procurar los medios ne- 
cesarios. Pero también he dicho, volviendo la oración 
por pasiva, lo contrapuesto: que no es posible, en 
nuestras actuales circunstancias, resolver los proble- 
mas económicos sin atacar conjuntamente los proble- 
mas sociales; que no se puede, ni siquiera a efectos 
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dialécticos, aceptar el planteamiento de que basta con 
producir más, porque, aunque a algunos les parezca 
paradójico, ya no resulta posible el progreso econó- 
mico sin tener en cuenta los postulados de la justicia 
social. No cabe desconocer Jas exigencias sociales en 
un mundo que ha tomado conciencia clara de sus de- 
rechos y de sus posibilidades de mejora. La irritante 
situación que producen la injusticia o el retraso en 
los avances sociales, os decía en un discurso anterior, 
levanta obstáculos tan graves al avance económico, 
que obliga a los hombres de gobierno a encontrar for- 
mulaciones sociales, al mismo tiempo que perfilan 
frías o calculadas resoluciones de índole económica. 
Por el contrario, como afirmaba Pío XI en su encí- 
clica contra el comunismo, el cumplimiento de los de- 
beres de la justicia social tendrá como fruto una in- 
tensa actividad de ja vida económica, desarrollada en 
la tranquilidad y en el orden. 

Hay, pues, una evidente necesidad en el plantea- 
miento del aspecto social del problema; pero no es 
éste, como podéis comprender, el motivo más impor- 
tante. Aparte de que sea necesario, nosotros afronta- 
mos ese planteamiento porque responde a nuestra más 
firme posición doctrinal. 


Nuestras Leyes Fundumentales determinan la posi- 
ción doctrinal 


Nuestra posición doctrinal, como sabéis, está re- 
cogida en las Leyes Fundamentales: el Fuero del 
Trabajo, el Fuero de los Españoles y la Ley Funda- 
mental de los Principios del Movimiento, que son Jas 
que se ocupan de esta materia. 

El Fuero del Trabajo dedica al capital, el crédito, 
la producción y la propiedad de sus declaraciones 
VIII, IX, XI y XII, aparte de unas frases muy enjun- 
diosas de su exposición de motivos, en las que afir- 
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ma rotundamente la voluntad de acudir al plano de 
lo social, para poner la riqueza al servicio del pue- 
blo español. El Fuero de los Españoles reitera los 
mismos principios en los artículos 26, 30 y 31. Y, 
por último, la Ley Fundamental de los Principios del 
Movimiento confirma los pronunciamientos de las le- 
yes anteriores en sus apartados X, XI y XII. 

A mi juicio, y tratando de hacer una síntesis, estas 
disposiciones fundamentales vienen a definir, como 
rectores de la economía, cinco principios generales de 
naturaleza social: el principio de solidaridad entre 
todos los españoles. El de igualdad de oportunidades 
respecto a todas las formas de propiedad ligadas vital- 
mente a la persona humana, como dice el Fuero del 
Trabajo. El principio de libre iniciativa, fundamento 
de la actividad económica, que deberá ser estimulada, 
encauzada y en su caso suplica por la acción del Es- 
tado, según frase de la Ley de Principios del Movi- 
miento. El principio de subsidiariedad, que marca 
esta posición de suplencia. Y como cifra y resumen 
de todos ellos, el principio del bien común, al que 
hay constantes apelaciones. 

Todos estos principios se refieren a la economía; 
pero es evidente que no podemos soslayarlos al regu- 
lar el crédito, porque el crédito es como la sangre 
del organismo económico, su condición vital. De nada 
valdrían todas esas declaraciones sobre la producción, 
el capital, la propiedad y la libre iniciativa privada, 
si no las recogiésemos como propias de la política cre- 
diticia. Serían a lo sumo apelaciones formales, nor- 
mas vacías, que sólo servirían con sus pretenciosas 
definiciones para colocarnos en un caso de flagrante 
hipocresía. ¿ 

Precisamente por esto: para evitar el incumpli- 
miento de esos principios, nuestras leyes fundamenta- 
les hablan del crédito en tono de recapitulación y nos 
conminan a que lo apliquemos de forma que abarque 
toda la extensión que el problema económico exige; 
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de manera que alcance toda la intensidad que se des- 
prende del carácter social que se ha dado a su plan- 
teamiento, para que, en suma, y como dice la tan ci- 
tada declaración XII de la Ley de Principios del Mo- 
vimiento, se oriente su empleo y distribución del mo- 
do más justo, dando a esa orientación justa de que 
habla el único significado posible, el de su con- 
formidad con los otros principios que vienen a inte- 
grar, conforme a nuestras leyes, la idea de justicia 
social. 

Creo, por tanto, señores, que tengo, por mi parte, 
el deber de recoger este mandato y el de exponeros 
ahora, con motivo de la presentación de esta Ley, la 
forma en que hemos dado cumplimiento a la enco- 
mienda recibida: 

El principio de solidaridad, constitutivo de todo 
nuestro sistema, significa la comunicación que debe 
existir entre todas las fuentes de recursos, ya sean la 
Banca privada, la Banca oficial, las Cajas de Ahorro 
o cualquier otro organismo con capacidad crediticia, 
a fin de que se puedan hacer, en cada momento, me- 
diante los oportunos depósitos o controles, las trans- 
ferencias que sean indispensables para responder a 
las necesidades de la economía nacional, evitando la 
existencia de recursos ociosos o el uso inadecuado de 
los recursos excesivos. Hacen referencia al mismo las 
bases primera, segunda, en su apartado e), y terce- 
ra, en su apartado e). Todas ellas debidamente con- 
juntadas establecen la trama disciplinar que asegura 
la utilización de los recursos disponibles hasta don- 
de sea exigida por las necesidades del país. 


Principio de igualdad de oportunidades 
El principio de igualdad de oportunidades es reco- 
gido en la Ley para extender el campo de su aplica- 


ción, principalmente en beneficio de las personas mo- 
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destas y de las formas modestas de organización eco- 
nómica, como pueden ser el artesanado y la peque- 
ña propiedad agrícola, comercial o industrial. La ba- 
se quinta, en su apartado )»), está consagrada a articu; 
lar este principio. 


Principio de libre iniciativa 


El principio de la libre iniciativa tiene manifesta- 
ción positiva en la base sexta, apartado a), pero no so- 
lamente se limita la Ley a reconocerlo, sino que asi- 
mismo establece las necesarias cautelas para que no 
sea desvirtuado, concediendo a las empresas la ga- 
rantía de que la influencia de la Banca sobre sus ne- 
gocios no habrá de jr más allá de lo que ellas mismas 
pretendan o de lo que se derive de la más estricta vi- 
gilancia de los intereses que el Banco tenga compro- 
metidos. Hay sobre este punto una serie de normas 
concretas en los apartados d) y e) de la base sexta de 
la Ley. 


Principio de subsidiaridad 


El principio de subsidiaridad, o de acción suple- 
toria del Estado, tiene su aplicación práctica en la po- 
sición prevalente en que colocamos a la Banca priva- 
da respecto de la oficial, y que es, conforme os ex- 
puse al hablar de los puntos cardinales de la Ley, el 
eje del dispositivo que hemos montado para la acción 
conjunta de la iniciativa privada, por un lado, y de 
la ordenación pública, por otro. Las bases segunda y 
cuarta parten de este supuesto. 
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Principio del bien común 


Por último, el principio del bien común, que res- 
ponde a la idea de la Banca como servicio, es defini- 
do en la base primera y tiene una aplicación congre- 
ta en la base séptima, donde de una manera termiuan- 
te se dice que se evitará la excesiva proliferación de 
sucursales y agencias bancarias y se abrirán, por el 
contrario, establecimientos donde fuere preciso para 
el servicio de la economía nacional. 

Todos esos principios son esencialmente sociales. Su 
raíz no está en la pura libertad económica, ni mucho 
menos en el espíritu de lucro que es sustancial para 
el planteamiento económico de una empresa. Los prin- 
cipios de solidaridad, los de igualdad de oportunida- 
des, los de supletoriedad, los de libre iniciativa, los 
de servicio al bien común, fueron en un principio ex- 
traños a la economía. Pero, hoy día, la economía los 
asimila, porque se han revelado como eficaces. Su 
vigencia, en la vida práctica, resulta más convincen- 
te, a causa del efecto difusor que provocan, del di- 
namismo que crean y de la paz que suscitan, que aquel 
juego directo de las fuerzas económicas en torno 
a la idea exclusiva del interés inmediato y malteria- 
lista. 


El gran triunfo de nuestra doctrina 


Este es el gran triunfo de nuestra doctrina, el ha- 
ber armonizado los principios sociales con los econó- 
micos, de forma que no se destruyan, sino que se 
confundan y se beneficien recíprocamente en su con- 
junción. El haber logrado que al unirse el aspecto es- 
trictamente económico con el aspecto social, los pro- 
blemas dejen de ser abstractos y descarnados y se 
conviertan en humanos; éste es también el sentido 
de la medida que debemos poner a nuestras ilusiones 
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políticas sobre este punto, porque es inútil, contra- 
producente y demoledor, querer introducir en la vida 
de la economía principios o fórmulas sociales que 
todavía no merecen ser calificados de eficientes y pro- 
vechosos. Lo demás es pura inquietud o, si queréis, pu- 
ro progresismo, deseo de madrugar pensando que así 
forzaremos el amanecer. 

Cuidémonos de que tengan plena vigencia estos 
principios sociales de recia estirpe cristiana que con- 
tienen nuestras Leyes Fundamentales. Vamos a lle- 
varlos a la práctica de un modo prudente y efectivo, 
y habremos profundizado muy hondo en la fundamen- 
tación de nuestro Régimen, porque estamos en un mo- 
mento ciertamente creador; nos encontramos ante una 
gran oportunidad histórica. El mundo tiene que salir 
de la incertidumbre en que se encuentra, hay que 
aprovechar el impulso motor que provocan, por reac- 
ción, las amargas experiencias anteriores; hay que 
ser conscientes de que las teorías económicas y finan- 
cieras del siglo pasado presentan claros signos de re- 
lativismo y regresión, que no se salvan, que no se solu- 
cionan con meras fórmulas de emergencia. Con la 
mirada corla pegada al pequeño horizonte de los 
senderos, sólo se logra hoy perderse en el recoveco 
de los intereses parciales, en las metas sin gloria, en 
los callejones sin salida, pero con vuelta atrás, en el 
ineficaz retorno sobre los mismos pasos, que crea la 
desesperación y la fatiga en el cuerpo social. 

Estamos en presencia de un momento auténticamen- 
te creador. Los momentos creadores, como os decía 
en el primer discurso ante estas Cortes, son momen- 
tos integradores. Hasta ese instante, los distintos as- 
ideas con los hechos. Cuando llega el momento crea- 
pectos de la vida están disociados, lo económico choca 
con lo social, lo político con lo administrativo, las 
dor, cada uno de estos aspectos se despoja de sus par- 
ticularismos y se sitúa en el terreno común de la in- 
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tegración. que es la resultante armónica y práctica de 
todos ellos hasta alcanzar el equilibrio político. 

Nuestro Movimiento Nacional ha venido a esto, a 
ser creador. Estos momentos creadores, precisamente 
por ser los decisivos, no pueden producirse sin desper- 
tar una cierta inquetud; pero no podemos, por ello, 
permanecer inactivos. El inmovilismo que parece pro- 
pugnan algunos no conduce más que al suicidio colec- 
tivo o al dominio de las fuerzas enemigas. Hay que 
colocar a la sociedad en trance de marcha, hay que 
poner en vilo el alma de los que se dejan ganar por el 
conformismo, hay que luchar contra toda clase de 
egoismos. que son, en definitiva, los que embotan la 
inteligencia y detienen la voluntad de acción, hay 
que enfrentar a la sociedad con los imperativos de la 
justicia social, hay que demostrar—como os decía 
en otro discurso—la fuerza de las creencias que pro- 
lesamos, y ser lo que creemos, porque, en definitiva, 
el mundo sólo se salvará cuando se dé cuenta de que 
la crisis que padece es la del espíritu, causa de ese 
gran disolvente de obligaciones y responsabilidades 
que es el materialismo. 

Y nada más, señores, al presentaros esta Ley creo 
haber dado cumplida satisfacción al pensamiento de 
nuestros precursores, a la doctrina de la Iglesia y a 


los dictados del Caudillo». 


El dictamen, puesto a votación fué aprobado por 
unanimidad. 
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COMENTARIOS A LA NUEVA LEY | 


(Artículos publicados en la Prensa del Movimiento) 


IONES Y DIAN DIE ERAS DEACERO TAS ATT AE ARA RAS 


|. NUEVA ORDENACION DEL CREDITO 
Y DE LA BANCA 


Las Cortes Españolas han aprobado las Bases de la 
Ordenación del Crédito y de la Banca, elaboradas, 
con los asesoramientos convenientes, por el Ministerio 
de Hacienda. Fué el propio titular del Departamento, 
señor Navarro Rubio quien, en un discurso lleno de 
claridad, de alteza de miras y de un inestinable rigor 
lógico, defendió el Proyecto de Ley, el cual mereció 
el asenso unánime de la alta asamblea. 

En las Cortes hubo expectación ante la exposición 
de este proyecto de Ley. Declaramos que tal expec- 
tación existía también en el ámbito nacional. 

Es posible que el tema de la Ordenación Bancaria 
haya sido tratado en algún caso con demasiada lige- 
reza, pero ello prueba, ante todo, que había llegado 
a calar en la entraña popular y que España entera lo 
consideraba consubstancial con las futuras etapas de 
desarrollo económico, en las que todos tenemos pues- 
tas nuestras mejores esperanzas. 

Como muy bien señaló el señor Navarro Rubio, to- 
da la pasión que este tema ha despertado, era comple- 
tamente natural, dado que, contra quienes quieren 
minimizarlo, esta ordenación constituye un problema 
esencial de nuestra economía, «condicionante, si no 
determinante, de la puesta en práctica de los postu- 
lados de la justicia social, y decisivo para todo el 
planteamiento de cualquier política». 
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En la exposición del señor Navarro Rubio se en- 
cuentran, a nuestro juicio, perfectamente planteados 
los términos del problema. Las estructuras crediticias 
y bancarias de nuestra patria, si adecuadas a pasadas 
siluaciones, se habían quedado viejas e inoperantes pa- 
ra afrontar con éxito las exigencias suscitadas por un 
desarrollo económico, al que de modo inexorable 
nos tenemos que encaminar. 

La relorma se ha llevado a cabo con vistas a un 
beneficio de la comunidad nacional y contando con 
ella a través de sus elementos más representativos y 
responsables. Como es sabido, el Gobierno redactó 
un memorandum sobre el problema del Crédito y la 
Banca, el cual fué sometido al Banco de España. al 
Consejo Superior Bancario, a la Organización Sindi- 
cal, al Instituto de Estudios Políticos. al Consejo Su- 
perior de las Cámaras, Confederación Española de 
Cajas de Ahorro y Consejo de Economía Nacional. Por 
consiguiente, el proyecto de Ordenación se redactó 
rodeado de una serie de opiniones que, en su con- 
junto, deben ser consideradas como auténtica repre- 
sentación del verdadero sentir nacional, expresado 
por los órganos más competentes y responsabilizados. 

La Ley ya aprobada, responde, por lo tanto, a una 
clara opinión nacional y se orienta a estructurar el 
crédito y la Banca según postulados que atienden, no 
solo a las necesidades económicas del desarrollo. si- 
no también a aquellas otras, más elevadas, de indole 
social y aun política, que en las primeras se asien- 
tan y que, en definitiva, constituyen el fin último de 
la reforma. 

La nueva Ley de Bases consta de tres partes perfec- 
tamente definidas. En cada una de ellas se regulan los 
tres siguientes aspectos fundamentales: El crédito, la 
Banca Oficial y la Banca Privada. 

De todos ellos, el que mayor y más extensas impor- 
tancia reviste, es el del crédito, verdadero motor de 
la actividad económica y del cual depende, en un 
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grado que no es necesario ponderar, la perfectibilidad 
de la misma. Como certeramente señaló el ministro 
de Hacienda en su discurso de las Cortes, «el crédito 
es la punta del progreso económico, implica dinamis- 
mo, activa todos esos recursos procedentes de los que 
pudieramos llamar capitalistas sin función». 

El crédito supone, en efecto, volcar sobre la acti- 
vidad económica para perfeccionarla, ampliarla y dar- 
la vitalidad, Jos recursos dinerarios que sin él per- 
manecerían ociosos. Mas claro es que, como también 
señaló el Ministro de Hacienda, la problemática del 
crédilo, sus posibilidades, sus funciones y su efica- 
cia, no se agotan en el campo puramente económico. 
En realidad, el crédito es, intrínsecamente, una fun- 
ción económica, pero, como tantas otras procedentes 
del sector de la economía, posee una amplísima pro- 
yección en los terrenos social y político. 

Desde el punto de vista social, el crédito introdu- 
ce en la vida económica los elementos activos que, te- 
niendo una función, carecen por sí mismos de capi- 
tales para ejercerla. En este sentido, y de un modo 
esencial, el crédito pone en actividad los recursos 
disponibles en beneficio de una dinámica económica 
de la que se deriva el bien común. 

Y por otro lado, la misma importancia económico- 
social del crédito hace que este elemento, privativa- 
mente económico, tenga una indudable repercusión 
en lo político. Es sin duda, esta faceta, junto a la so- 
cial ya anotada la que ha dado lugar a que esta Ley 
de Bases—ahora aprobada por las Cortes y que he- 
mos de seguir comentando en razón de la importan- 
cia que efectivamente posee—, haya tenido en el ám- 
bito nacional la repercusión honda que al principio 
dejamos señalada. 

Esta preocupación no ha significado, en definitiva, 
sino una adhesión de la comunidad nacional a los 
afanes del Gobierno, un sentimiento de solidaridad 
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con esas fecundas tareas de transformación y perfec- 
cionamiento que desde las alturas del poder se están 
llevando a cabo con exigente eficacia técnica y amplio 
sentido social, de acuerdo con los objetivos económicos 
del Movimiento de creación de riqueza y de justa dis- 
tribución de bienes. 
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ll. LA BANCA PRIVADA EN LA NUEVA 
ORDENACION 


La transformación que en la Banca privada ha de 
imprimir el desarrollo de las Bases de Ordenación 
del Crédito y de la Banca, aparecía ante todos los 
que con alta y noble intención consideraban el pro- 
blema de nuestras estructuras, como absolutamente 
necesaria. Ahora, tras la aprobación por las Cortes 
de las citadas Bases, dicha transformación se presen- 
ta como posible. 

Las Bases aprobadas constituyen la armazón de 
un sistema nuevo. Un sistema que ha de irse convir- 
tiendo en realidad, de forma segura y pausada, con 
la ponderación y el cuidado ineludibles en organiza- 
ciones que, como la bancaria, no deben nunca expo- 
nerse a modificaciones atropelladas, suceptibles de 
mermar la confianza de que deben gozar en el con- 
junto económico nacional. 

Mas este proceso evolutivo que ha de llenar de 
nervio y músculo el esqueleto de las Bases de Orde- 
nación, ha de cumplirse de modo inexorable y ello 
tanto en beneficio de una perfectibilidad de nuestro 
proceso nacional de desarrollo económico, como de la 
propia institución bancaria, a la que sola beneficios 
puede reportar la inserción de sus actividades en 
un marco jurídico que, al mismo tiempo que aleje 
de la misma cualquier sombra de abuso de poder, 
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garantice el más perfecto apoyo a la evolución ex- 
pansiva, como premisa indeclinable de nuestro ac- 
tual acontecer. 

En la nueva ordenación de la Banca privada, se 
preveé la llegada a una situación en que queden per- 
fectamente diferenciados dos tipos de establecimien- 
tos bancarios: unos, destinados a las operaciones 
de descuento comercial y crédito a corto plazo, carac- 
terísticas de los denominados Bancos Comerciales. 
Otros, con dedicación al crédito a largo plazo o me- 
jor aún, a la inversión fija, llamados Bancos Indus- 
triales. 

Esta orientación a diferenciar funcionalmente los 
negocios bancarios. que en definitiva se asienta en la 
clásica definición de «mercado del dinero» y «merca- 
do de capitales», no excluye ni mucho menos la exis- 
tencia de la Banca mixta, dedicada a los dos tipos de 
operaciones, si bien se señalan normas para evitar 
que las inversiones permanentes de los Bancos de de- 
pósito, rebasen determinados límites que pudieran 
poner en peligro la liquidez que toda institución de 
crédito comercial ha de poseer inexcusablemente. 

El servicio que la denominada Banca Mixta ha 
prestado a la economía española en el decurso de loz 
años ha sido valiosísimo, pero ello no implica que, a 
la vista del desarrollo alcanzado, no debamos consi- 
derarle como suceptible de mejora. 

En los problemas económicos, el realismo tiene que 
imponerse a toda consideración de orden doctrinal y 
la realidad de España ha mostrado durante largo 
tiempo un raquítico proceso expansivo, sobre todo en 
el terreno industrial. Si cierto es que la mayoría de 
lo que se llevó a cabo en el primer tercio del actual 
siglo fué debido a la iniciativa bancaria, también es 
evidente que las realizaciones fueron muy cortas. Tan 
cortas, que el actual Régimen español tuvo que en- 
frentarse con una actividad industrial enana, incapaz 
de atender los más elementales deseos de expansión. 
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Es, pues absolutamente lógico que, prescindiendo 
de lo que haya ocurrido en otros paises—en los que 
para decir verdad la actividad industrial ha perma- 
necido por su propia fuerza al margen de la ayuda 
bancaria—la nueva Ordenación busque en los Ban- 
cos de Negocios o Industriales una hase más amplia 
que la actual para atraer al ahorro hacia la inversión 
fija, es decir hacia la financiación de empresas. 

Se trata de un problema en el que más que directri- 
ces doctrinales de mayor o menor eficacia, lo que 
debe atenderse es la realidad de nuestra situación. Si 
España necesita, como es cierto, desarrollar su indus- 
tria a un ritmo mayor que el hasta aquí alcanzado, 
debe cuidar que en la institución bancaria existan 
establecimientos especialmente orientados a esta fun- 
ción de promoción industrial, no como aspecto objetivo 
de sus actividades, sino con la sustantividad exigida 
por un necesario desarrollo. 

En este comelido de llevar el ahorro a la inversión 
fija para el mejor desenvolvimiento de las actividades 
productivas, la Banca ha de ser ayudada por institu- 
ciones que, como las Sociedades de Cartera, tanto 
arraigo han adquirido en la mayor parte de los paises 
de alto nivel económico, pero que en España poseen 
todavía un carácter incipiente. Á estas Sociedades 
les presta también una preferente atención la nueva 
Ordenación del Crédito y de la Banca, intentando ha- 
cer de ellas el cauce seguro para que el pequeño y 
mediano ahorro, ahora casi del todo alejado de la 
inversión bursátil, se oriente hacia ella, con positivo 
beneficio de los ahorradores y también, en alto grado, 
de las actividades productivas, las cuales pueden en- 
contrar en tales Sociedades de Inversión los recursos 
financieros, para la consecución de los cuales ahora 
encuentran dificultad. 

Otra de las finalidades de la Ordenación, taxati- 
vamente señalada por el señor Navarro Rubio en su 
discurso ante las Cortes, es la de establecer sobre só- 
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lidas bases la competencia bancaria. Esta competen- 
cia, aunque haya quien pretenda negarlo, se había an- 
quilosado por un «statu quo», anacrónico y que, pen- 
sado como provisional hace ya casi un cuarto de si- 
glo, había llegado a convertirse en permanente. La 
competencia, para la que las Bases eliminan toda peli- 
grosidad, ha de producir necesariamente una reduc- 
ción del coste de los servicios bancarios, con innegable 
beneficio para el conjunto de la actividad económica. 

Por lo demás, en la nueva Ordenación Bancaria 
no solo no se limita, sino que amplia esa función de 
orden moral que la Banca privada ejerce y a la que 
el ministro de Hacienda aludió con referencia a la 
selección de aptitudes, los Bancos son, y han de con- 
tinuar siendo, los auténticos «tribunales de solven- 
cia» que depuren las posibilidades productivas y les 
orienten hacia su feliz culminación. 
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111, LA NACIONALIZACION DELA BANCA OFICIAL 


La nueva Ordenación del Crédito y de la Banca 
afecta a los Bancos oficiales todavía con mayor inten- 
sidad que a los privados. Tenía, a nuestro juicio, que 
suceder así, ya que si por un lado era absolutamente 
lógico que el Estado acentuara las directrices de or- 
denación en sus propias instituciones, por otra parte 
resultaba evidente que eran los Bancos Oficiales los 
que en mayor grado venían acusando un desfase res- 
pecto a la situación de nuestra economía. 

Es evidente que la Banca Oficial tiene, como mi- 
sión úinca, no sólo servir al interés general, sino ser- 
virles de acuerdo con los crilerios considerados esen- 
ciales por las autoridades económicas. Con el dictado 
de «interés general» pueden, en efecto, encubrirse 
móviles demasiado parciales y que respondan a muy 
concretos y particulares intereses. Tiene que ser, por 
consiguiente, el Poder Público el que decida acerca 
la generalidad o comunidad del interés. 

Por esta exigencia, la Banca Oficial no puede aten- 
der a un bien privado, por muy juslificado que sea, 
ni en la proyección de sus funciones, ni tampoco en 
sus beneficios. 

Era, pues, absolutamente lógico que la nueva Orde- 
nación dispusiera la nacionalización de la Banca Ofi- 
cial, y así, en efecto, ha ocurrido. Toda la Banca 
Oficial. con exclusión del Banco Exterior de España, 
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ue por su específica función permite la intervención 
de los capitales privados, ha de quedar nacionalizada, 
esto, es, tanto sus capitales como sus recursos, han de 
llevar el marchamo del Estado, y sólo las autorida- 
des económicas intervendrán en la gestión de dichas 
entidades. 

Mas, como muy bien señaló el Ministro de Hacien- 
da en su discurso de las Cortes, la reforma Bancaria 
ha de llevarse a cabo de un modo evolutivo. De reali- 
zación inmediata es únicamente la nacionalización del 
Banco de España, y ello porque dicha entidad, coloca- 
da a la cabeza de la institución bancaria tanto ofi- 
cial como privada, constituye, en realidad, el organis- 
mo del que ha de partir toda modificación. 

En la nueva Ordenación, el Banco de España asu- 
me. con mucha mayor fuerza que la que hasta aquí 
poseía, la función decisiva y ordenadora de todo el 
mecanismo crediticio del país. Por un lado, ha de 
mantener la forma directa e inmediata, el control de la 
Banca Privada que, precisamente por alcanzar ahora 
una accesibilidad antes cerrada, ha de exigir una ma- 
yor vigilancia. En cuanto a la Banca Oficial, la direc- 
ción de la misma queda encomendada al Instituto de 
Crédito a Medio y Largo Plazo. Pero la unidad de 
orientación entre la que ha de seguirse en la Banca 
Oficial y en la Privada, se establece de un modo per- 
sonal, ya que el Gobernador del Banco de España será, 
al mismo tiempo, Director del Instituto de Crédito. 

La identificación de ambos cargos en una sola per- 
sona es la mayor garantía de que la función crediti- 
cia ha de mantenerse en todos sus sectores según una 
orientación única que evite las contradicciones e in- 
cluso los estrangulamientos que en realidad se pro- 
ducen cuando el crédito oficial y el privado no se 
ajustan a las líneas de equilibrio aconsejadas por las 
características versátiles de la coyuntura económica. 

En la nueva Ordenación, la Banca Oficial está lla- 
mada a desempeñar un importantísimo papel en orden 
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a nuestro desarrollo económico. A este respecto, con- 
viene significar que, en su casi totalidad, lo que deno- 
minamos «crédito público», que es el que otorgan los 
bancos oficiales, es público en cuanto a su origen, 
pero no en cuanto a su aplicación, eminentemente pri- 
vada. Los recursos crediticios que concede el Banco 
de Crédito Industrial, el Hipotecario, el Exterior, el 
Instituto de Crédito para la Reconstrucción Nacional 
etcétera, se otorgan con recursos oficiales, pero van 
a parar a manos de la iniciativa privada, contribu- 
yendo a vivificarla y ampliarla. Unicamente el Ban- 
co de Crédito Local es el que financia actividades de 
entes públicos (Ayuntamientos, Diputaciones, etc.) y 
ello con un criterio empresarial que ha hecho de esta 
institución un modelo de cuantas de su clase existen 
en el mundo. 

Con los recursos proporcionados por el Estado, la 
Banca Oficial y los organismos dependientes del Ins- 
tituto de Crédito a Medio y Largo plazo, han de con- 
tribuir, en una medida mucho mayor que hasta aquí, 
en el desenvolvimiento de las actividades económicas 
que en mayor grado contribuyen al desarrollo. Ellos 
son los que han de proporcionar, en la medida más 
amplia que permitan las posibilidades de capitaliza- 
ción, los importantes recursos crediticios que necesi- 
ta el perfeccionamiento de la agricultura, la amplia- 
ción de las flotas comercial y pesquera, la ampliación 
industrial, las actividades de la construcción, etc. 

Es ese crédito público vertiéndose, como decimos, 
en los cauces de la iniciativa particular según riguro- 
sos criterios adaptados al bien común, el que han de 
administrar los Bancos Oficiales que en un plazo pru- 
dencial deben ser nacionalizados. 

Con esta medida se completa el ciclo de perfecciona. 
miento crediticio y bancario perseguido por la nueva 
Ordenación, en la cual hay que ver un efectivo y so- 
lidísimo avance en la institucionalización de nues- 
tras entidades económicas, situándolas en una posición 
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desde la que se haga posible orientar la actividad cre- 
diticia hacia las rutas de expansión económica que 
España se prepara a emprender, y para las cuales 
se exige la modernización y puesta a punto de estruc- 
turas que, si en algún tiempo llenaron su cometido, 
se venían considerando como incapaces de atender, 
en su actual configuración, a los postulados del des- 
arrollo. 
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NUEVA ESTRUCTURA DEL CREDITO 
Y DE LA BANCA 


La Ley sobre Ordenación del Crédito 
y de la Banca, aprobada por las Cortes 
Españolas, constituye el marco juridico en 
el que se ha de desenvolver una evolución 
honda y elicaz de nuestras instituciones 
linancieras, tanto públicas como privadas. 
Se trata de una disposición que ha mereci- 
do el asenso nacional y que es considerada 
por tados como instrumento modelador 
necesario para que la actividad crediticia, 
de tan cnorme importancia en el perfecto 
iuncionamiento de la astividad productiva, 
sirva a ésta de manera efectiva y real, per- 
mitiéndola alcanzar el ritmo y el tono que 
se juzgan imprescindibles para el desarro- 
llo económico. 


En este fasciculo de la Colección “Nue- 
vo Horizonte” insertamos, junto al texto 
de la Lev de Bases tal como quedó apro- 
bado por las Cortes, el discurso que el Mi- 
nistro de Hacienda pronunció a la presen- 
tación del proyecto, y que aclara tanto el 
espíritu como la génesis y desarrollo de 
la ordenación. No debe olvidarse que la 
Ordenación ahora aprobada y que se in- 
corpora al marco legal de nuestra econo- 
mía, constituye el armazón de un sistema 
que naturalmente reclama disposiciones 
complementarias. 


Completamos este volumen con unos 
breves comentarios referidos a los tres as- 
pectos que juzgamos fundamentales en la 
nueva Ordenación; es decir perfecciona- 
miento del sistema crediticio, mejora de 
las estrueturas' 3 la Banca Privada, y na- 
cionalización de la Banca Oficial. 


